
EL MODELO DE LA COMUNIDAD 
ANDINA: ANÁLISIS Y PROPUESTAS 1234 

El autor del presente artículo realiza un an.ílisis 
detallado y exhaustivo del estado actual del modelo 
de la Comunidad Andina en materia de dumping y 
normas antitrust. Su investigación no se limita a la 
descripción y exégesis de las normas vigentes, sino 
que, usando como modelo la legislación comparada 
(especialmente la de la Unión Europea), propone 
diversas modificaciones a las disposiciones de la 
Comunidad Andina que rigen el combate contra el 
dumping y las prácticas restrictivas de la libre com­
petencia, con el propósito de resolver las limitacio­
nes e insuficiencia sacadas a la luz por la aplicación 
de estas disposiciones. 

Las recomendaciones del autor revisten especial 
importancia en el contexto actual, en el que la 
intensificación de los procesos de integración eco­
nómica se ha convertido en una necesidad imposter­
gable. 

Abdías T. Sotomayor Vértiz* 

1. INTRODUCCIÓN 

El ordenamiento jurídico de la Comunidad Andina es 
muy complejo en materia de dumping y normas 
antítrust, más aún si se tiene en cuenta que busca 
regular las relaciones comerciales entre los miembros 

de un proceso de integración que busca llegar a ser un 
mercado común. 

El mantenimiento de la figura del dumpíngintracomu­
nitario llega a distorsionar los fines de un proceso de 

integración ya que supone el incumplimiento del 
principio de trato nacional; es por ello que es difícil 
entender las normas comunitarias planteadas en las 

Decisiones 283, 285 y 456. 

Debe entonces revisarse el ordenamiento jurídico 
comunitario andino; primero debemos analizarlo, 

luego criticarlo y por (Jitimo plantear las propuestas y 
las razones para ello. 

2. DEFINICIÓN Y EVOLUCIÓN DE LA COMU­
NIDAD ANDINA 

Existen diferentes tipos de modelos de integración 
económica, ellos van de los más simples, como las 
zonas de libre comercio, a los más complejos, como 

la unión social, política y monetaria. La definición de 
la Comunidad Andina (en adelante CAN) no sólo debe 
señalar que es un proceso de integración económica, 

* Ahogado de la l'ontilrcia Universidad Católica dell'er(J. Magíster en Derecho Internacional Económico de la Pontifica Universidad C1tól i< ,1 
dell'l•rr·r. 
El presl'l1tc trabajo cst,1 basado cr1 partl' dé' la tesis de maestría del autor, sustentada ante el jurado compuesto por los doctores Elvira Ml'ndcz 
Chang, Lurs I<N' Diez C2nscco NCrñez y Alfredo Bullard Conzáles; habiéndose obtenido la mención de sobresaliente. 
L.h propuestas planteadas son de exclusiva responsabilidad del autor. 
DdJO r·xprr•sar mi .1gradccimicnto al doctor Luis Jos(• Diez Canscco Nuñez, yuien me ha proporcionado gran parte de la iníorrnaci(Jn 
hrhliogr;ifica para desarrollar l'l terna del dumping intracornunitario, adem,ís ha sido rni asesor de tesis. 
A rni n1adrl' y a mi alma rnater. 
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si no que debe adern<ls indicarnos el modelo adoptado 
por sus miPmbros y l,1s condiciones del mismo. 

Desde sus inicios ícuando se denominaba Crupo 

Andino!, Id CAN ha optado primero por establecer 
un,¡ zon,r d<' libre comercio, luego convertirse en una 

uni(m ddu.Jrwra y por último establecer un mercado 

< omLrn '>Uh regiorH l. 

El ,Jrtículo 3 del vigente Acuerdo de Cartagena (modi­

lir .1do por el Protocolo de Trujillo), si bien no estable­

Cl' ('11 íorrnd expresa cu,il ha sido el modelo de 

integr,wión .1doptado, nos permite inferir que busca la 

comolicLrc ión de un,l unirín ,1duanera en la subregión 

y lul'go ei esL1blecimiento de un mercado cornCm.
1 

L.1 nH'n< i(m en el Acuerdo de Cartagen.J (en adelante 

<'1 "/\cuerdo") ch'l est.Jblec:imiento de un programa de 
libl'r.Jii!.rción dc'l interc1mhio comercial, equivdle a 

l.r nf'.Jr ión de una zond de libre comercio al interior 
de l.1 sulnegi(m ,mdina y para tal fin debe llevarse a 

e .rbo L1 elirnin.Jci(m total de los aranceles entre los 

mi<'mbros.' El punto DI fija la meta de establecer un 

.Jr,lfH el externo comCrn <1 ser .1plicMlo por los Estados 

mif'mhros; por lo que en dich,1 et,lpa se buscaría la 

irnpiPm<'nt,wirín de Lllld unión <lduanera entre los 

mi<'miJros de la CAN. 

f n Id dctu,llid,Hl, no existe (a plenitud) entre los 

miemfnos de Id CAN un,1 libre circulación de bienes 

o nwrcmcL1s sin p,1go de aranceiPs, ya que sigue 

vig<'11l<' <'1 cobro de derechos arancelarios a las impor­

t,H iorH'~ flrovenil'ntes de los miembros sin diferen-

ciadas de las provenientes de terceros Estc1dos. Sólo en 

algunos casos se conceden preferencias ,lrdncelarias 

para los Estados parte y la liberalización de determi­
nadas partidas arancelarias, sin llegar a ser compren­

dido todo el universo de ellc1s. 

En la CAN, propiamente no existe un,1 zond de libre 

comercio, o en todo caso dicha zor1.1 de libre comer­

cio es imperfecta, ya que subsisten las restricciones d 

las importaciones entre miembros y la imposición de 

aranceles; de lo contrario, ya no se dc1rídn las ope­

raciones de control en las Aduanas de cdda Estado 

pdrte sin distinguir entre importaciones comunitarias 

y no comunitarias.
7 

Tampoco existe un,1 unión cldua­

nera, y,¡ que algunos de los cinco p,1íses aCrn no han 

implementado un arancel externo común frente a las 

import.Jciones de mcrcdncías dirigidds h.1ci,1 l,1 

subregión desde terceros no miembros. 

Por último, debo añadir que no se hd e~t,Ü>Iecido un 
mercado comCm en el cual se permitJ la libre circulél­

ción de bienes, servicios, c1pita les y pcrson,ls (por 

ejemplo, Perú es un miembro que no ,1plic:a el arancel 

externo común), ya que dich,ls libertddes est.ín limi­

tddas segCmlas polític,ls n,1cionales de c1d,1miembro. 

En la subregión se mantienen controles <1duaneros 
fronterizos al interior de la zond (respecto di comercio 

interno! e incluso se han dado c1sos de establecimien­

to de medidas para aranceL1rias (por ejemplo, el c.1so 

de los Decretos Supremos 016-91 y 01 7 -91-AC, quP 
establecieron derechos específicos sin distin~uir .1 los 
productos andinos y los ele terceros países). ') 

" t\til< u lo >. I',Hcl dÍ< cJuzar los ohjetrvos del presente i\c u e reJo se emplear,ín, entre otros, kh rlH'C c1nismos y nwdiu,b siguienles: 
,ri 1 .r.lrlll<llltz<~< r(Jti gr,1duc11 de polític.JS cronúrn'rc1s y soci,1les y la ,lproximaci(m de lc1s lcgislaciorws n,1cion,1les c'nl,b m,lleri,ls f"'rtirwnlc's; 
1>: LclfliOgr.Hndcr(m conJL!rlt,l, la irllensilic ari(m cJel proceso de inclustrialización sub rcgronc1l y la e¡c'cucicm de progr,1n1,1s rndustrrall's y de 

otr,1s rnod,1lidadr's de i111egrac ic'lli incJuqrial. 
< 1 l Jr1¡m 'li' dllld de· 1 riJc·r,lcion cki in ter< <11111 >io < onwrciafmjs avdnzaelo yuc los compromisos dl'riv,ldos del T rdiddo de Montevideo de 1 'JilCi; 

dr l ·11 t\tdrl< r·l h!C'rrw Cormrn. e ll)'cl e!c1p,1 prcvra ser,í la ,1dopc ión Je un Ardnccl Extl'rnn Mínimo Comr'rn". Cndilic c~ci(m del Ar uc'rdo de 

1 ,11 Lr.;r'llcl. 1 lr'< ist<'m -lllh. Sr'creldría Ccncr,¡f de la Comunrclad Andina. Lirnd, 1 'l'J7. 

1 o e 11,1Í rnc !uso ddw cornp!Pnlc'nial'e con la elirnin,Kic·!fl o en iodo C<N> disminuc ic'm dv los controlt's cichtcilll'IOS ,¡f rnterrm de lc1 7CH1ci de 
libre 'onwl\ ro ll'sfK'< lo de los hrcorK'' yuc lo;; l::stauos miembros ro~twrcrc~liz.m l'tllre sr íc·ste '<llli<'rcio, si bien c's Ltrlcl lmpori,H ¡,·,¡ 
hpor Lll ron, , ,, n ·!.1 t", >. y,r q liL' no se' pagc~ un derecho di Jncvlario c1 i ser hrcnr's de origen o produr idos c·rr 1,1 D lllcl l. E 1 .1 r.m< ,,¡ so lo c·s c·\lgih ¡, · 
,, ¡,,,, lllljll ,ri,H iorH'' provenientes de Estados no 111iembros. 

\, '"" "clt' lc1 opinllll1 ck que en algunos procesos de inlegr;¡ci<ín, e orno en Pi c,1sude f;:¡ zona dt'! ibrc' comercio len el cu,ll ''' Ílc1 darlo f.¡ el imin,1cll·!ll 
d< · fo, ,rr,lrH l'Ít's r·nt ll' ios hiclrl<h nlll"nlhrosl. no t'xistirí,m opcrdcione, tr,¡rJicicHic1Ícs ele irnpurtaclc'lll vele c,porlcllión ;;rno de un lrhrc e onwn ro 

<J llllfl<llldc iúr1 r'spc'c r,rl s111 p,1go de ,1r,mc cllvsto tamhi('n poclrí,l llarnarc opc'rac iún de ven\,; c1! interior de la ?rHld de' libre corm'rr io: nosotros 
r rJihtrlcr.HlJ<JS que dirl:.ls opera< iones dehen c,pr llarnadc1s importaciorws sin pc1go eJe cirdncel. y;:¡ yue a(rn no hav un rm'n c1do com(ml. 

"1 un !.1 entr.Hid <'n vigcn<id del ;\rJn< el Externo ComCrn (AI::CI, el 1 dv ír·brero de 1 'J'J5 el CRAN ini< i(> un,¡ nuevd clapd r·n su proceso rlv 
lf1\(·gr,l; J<,HL No ol)'.:.\dntc 1<~ ('ufori,l que despertó p-;te suceso, es necesario :1not(1r que c1Lm (,l!td n1uc ho c~11nino por n·corrcr p,H\1 que fJLWd.J 

t1.1l ,;,rr·,,, de· 1 llld ver d,1rlnc~ ur1 ll.Jil ,;du,lnr'r,l ,melina. En decto. el AEC se ,¡cJoptó < nn un sirmr'rmcro de l'XCC'pcrorH's, scilvcdcJdcs y drse>o•,¡c roill'' 

, .. ,i'''' i,rlr's, que t't1 le~ fJI.Í< tic ,1 signific,lll gr,mdb disp,nidadcs en c·l nivel arancelario de los pdíses.". 
llll\1<1\1\ I'ARI l( l, ( iahricl. "l<cgírnerlt's de cornpetenr:ia y fJOiíticas de competencia en Am{~ric a Lalinc~, con eSfJCCrdl rclcrmc i,1 ,¡f ( inrpo And111o" 
< <·tllrodr' Fonlld< r(!11fJclid lc1 l111cgrar iún Regioncii/TradingCcnlcrforRcgioncillntegr.ltion ... [hltpi/www.c C'lir.org.uywww.cc-lir.org.uyl (Lilmr' 1 'J'J'JI. 

"1 r" IIHirsc ul ihles a\·c~rH C's del pror eso ,melino de inlt'grdci(m, con la conformación de f,¡ Zona ck l.ibrc Comcrr io el 1 de lchrr'ro del prc'c,cntc 
,1110 p,rr,¡, lldlro dr· los crnco Países Miernhros y f,¡ entrada en vrgcnci,l el próximo 31 de diciembre del Ar,mccl Extemo ColllLIIl. lo que \'el 

e~ fH'IIlltlll t•s no sol u 1,¡ e rrc,H ir'Hl de 1111,1 Lllli(m ,¡cJu,mcra sino LHnhi(~n !,1 consolid,1c ion dclrnercado cllllpli,Hio, d,mun,l tllJC'Vd impon,Hl< r,l 

.1 lc~s r1o1111,1s soh11· colllfJl'l<'llCÍd rkntro del Acuerdo ele Cartagcna.'·. 
( •\1..:1 lf-N;\S, rVIcllliH'Í José'. "Lq;isL!Cic'm sohrc Cornpctc'nci,1 en el Acuerdo dc' Clrtagf'lla." l'orwnc ia prcsenlc1da f'tl el Sc'min,lrio c,ohre l'olílicc1s de 
( 'Hilf H'il"!H 1,1 V ( ('111('!(10 hterior Sdllld Fe de l)ogol:l. 1 (¡-1 7 junio de 1 'llJ4. lllfornw ,lrchiv,¡do en l,l Sr'Cil'{ill Í,l e Íl'ller.JI del Ac lll"ldo de Cnt,lger1,1. 
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Si bien hay ct,lpas que deberían haberse plasmado, en 

la actu,1l iddd no tenernos una unión aduanera respPc­

to del universo df' partidds arancel,uias ni un mercado 

comCm 1 ibre de aranceles o medidas de efecto equiva­
lente1''. Con mir,1s al futuro y como meta se busc1 

llf'gar a establecer un mercado común en la subregión, 

el cual incluso lleg&ía a relacionarse con el Mercosur
11 

y de esta íorma logr,n establecer un gran merc<~do 

ampliado en Sudaméric1. 

En vist,l de lo expresado líneds arriba, podernos afir­

mar que la CAN es un proceso de integrdción econó­

mica que busca est1blecer un mercado cornCm en la 

subregión; para lograrlo, el proceso debe pasar prime­

ro por las et.1p.1s de la zond de libre comercio y unión 

ddudner·a. E:ste proce-;o cuenta con personería jurídica 

internacion,ll del tipo organización internacional de 
integración; ell,1 est.í plasmada en el Tratado o Acuer­

do el(' Cc1rUgena, fJOr el cual se creó el Crupo Andino 

(en rndyo de 1 969), y en acuerdos complementdrios. 

Al interior de l,1 CAN, sus miembros han renunciado 

p.m idl y temporalmente a su sober,mí,l, ya que han 

creado un ordenamiento jurídico supranaciona(, 

estahlcci<'ndose ciertos órg,mos e instituciones como 

pdrte del ll,lfnddo Sistern,l Andino de lntcgracitm ' 

(como l.1 Secreta rí ,1 Cener.1l y <'1 T rihu nal Andino df' 

justicid). ht.1 org.miz.1ción intl~rnaciondl ck rntq~r" 

ción tiene und voc.1ción supr.m,Jcion.JI y dP rwr ' 

nencra. 

E lrnodclo que h<1 adopt.1do l,1 CAN se ascrneja a lmodC'Io 

que se h<1 venido des,moll,mdo en Europa y que p.lrti(J 

dPI esublecimicnto de tres Comunidades (EU RA TOM, 

CE:Ct\ y CEE), proceso que también e uentd con tng,mm 
cornunitnios y que le h,1 dado a la hoy llamada Uni(m 
Europe.1 un,¡ person,lliddd jurídica intern,lc:ional. 

Par.1 findliz,¡r <on la definición de L1 Cornunid,Hl 

Andina, debo señalar que su fin.Jirddd suprdn.Jciontll 

se extiende en el tiempo de manera inddinicl;l, por lo 

que los fines iniciales del proceso (la cre,1c ión dP trn 

mercado dmpliado subregional) pueden .1rnpliarsP o 
rnodiíicarsc. Al ser una org,mización intern.lcion.ll 

formada por 1<~ voluntad de los Est,¡dos, cllm puedcr1 

en algCm momento acordar la formdción dP un,1 unión 

económica, política y monctari<l, como en Id dclu,lli 

dad lo plantee~ la Unión Europe.1 ví,l la emisi(Jtl dt->1 

euro corno moneda eur~>pe,l v 1.1 constituc IC.Jil de· un 

B,mco Central Europeo. 

Como última reflexión, nos atrPvernos ,1 c~lirrn,n qLH' 

así corno Europa ha pasado por LJfl,l ser if' de· cl.lpd., y 
problem.1s (por PJemplo ellldtnddo (/um¡Jing rntrc~c o­

rnunit,uio .1plic1ble a los Estados que se íueron rncor 

porando a la Comunidad, corno oc:urric·> con hp.111.1 v 
Portug.1l cuando estuvieron er1 c·l periodo de lr.Jmi­

ciónl en su tr.1yecto p.1r.1 convertir~e en lo que es hoy 

la Unión Eur-opea (una unión econórnic.1 -rnotl('Ltn.tJ, 

Id CAN tambif>n est:1 p.1sando y p.1s.u:1 por v,¡ri.l'> 

cldpas, aírunt,mdo pruhlenl.JS al igu.1l que e'Í morlc·l11 

inspir.1dor. 

3. REGULACIÓN DEl DUMPING: DECISIÓN 
28J.l'i 

A. NATURALEZA JURÍDICA DE LA NORMA 

La CAN cuenta con f'l elemento de la <,upr.m,H 11 Jll,l· 

lidad dado por sus órganos, institucione;. y 'iohn' todo 

por su normativ.1 cnmtmit,rria (por lo que f'xistf' 1111 

solo ordenamiento jurídico supr,ln;lcion.ll v cinco 

orden amientos n,l e i onJI es, u no C'!1 c.H L1 Est.r do Mi l'i11 

bro). La reguldción en m,1teria de dumping (''i un.1 cJ¡· 
l.1s norm.ls supr.mac:ionales. 

t-..l<l -..e ILI ch,hid<l :::;obre \()dtl ,¡ 1,¡-.., d1fcrcn< Id~ ele polític.l" 11ld< roL\{<Jfl()!llH ,1-, <'XI'-ll<'nl<·-.., <'rl!r<' lo'-> tl11C'IIl¡Ho...,, por f.'j<·Jn¡JI(l, { ~ll(>rlil~''' \ 

Vt'IH'.lLH'Id rn,lfllicncn <.,LJh<.,jcJ¡o<... tl '-.LI indu'-ltrid (subsidio" que y,1 han ~ido clbandon(ldo<.. por Pcn'J) y f>crL'J, ('ll ('(l!ltr,lp.lllicLt~ fl() ,)( ('j>LI ¡:¡j 

,¡r,lJH ('1 t'xtcrno < onn'm e in( lu...:o srguc' cohr(1ndo derecho~ aran< l'lt~rios ._) IJ.:-. importJciones l'll cicrU-; p.Htidt~..., 

e lliiH r se vwnl' v,iJoL.mdo en las re un iones de sl'lll'll1brc de 1 'J'Jil. 'l' pretende la cr1.:a< ión de una zona de• 1 ihrt• < Olll<'t< r<' <·rr ,.¡ r lllliiiH'niv 

.~rncrit.Hio ví.1 el t\L(;\, lo cuc~l supomlrí.J uni1 no solo pc~íscs c~rnciiC,mos sino lamhi(·n bloques rcgion.lics <<H1"' <·le .V-.J, ~J-\11 \ 
,\H I<U JSUI\, MCl ·Av Ce~ ríe om. Como pnmcr p.1so SI' d.nía un.1 zor1,1 cil' liiJrl' comercio cnfr¡_• la CAN v ('1 ,\\ere o•ur 

1.1 e rr·dtlt.H1 dv un mdvn,11nie•n1o ¡uríd1co supr.rnc~c iun,1l o comu11Í1Jrio suporw que• (•sic rm•xi;,t,1 con r•i ord('ri.Hnienlo rurid1c" 11.11 rr111,li, 1.• 
pr~rnc~r re~ cll-1 primero. su in< mpm.11Í<H1 ,1IDerecho f1cl<IOr1dl y sobre rudo que le~ legislar i(m < olnunrl.HÍd qur• St' .~rJopl<·. rq.;uJ,. I.J'. ¡¡·l.ll rorws 

ccotH"Hni< ,1...; que<..,(_' v,1y,1n cLHHlo di rnteriur del mere ,1do ,lmpliJdo que se' ctl't' t·onH; ( Uibc·< ucrH 1,1 del proc e '-O de il!lq~r,-H ¡(-)11. 

l'.illl' de 1.1 l('gi,J.ll i(H1 'tllmrnilaria que'<' clc1 p.11.1 prolr•ger l'lim'ITddo c~mpli.1do son l,h nmmc~s rdl'mlas ,1l rlunr¡Jing v el l,h n'slri<' Í<Hli'' 

,1 l.r 1 0111fll'll'I1Cid, l'11 <·1 c.Nl ,mdino son l;rs Ut•c¡siurws 21\ l v 21\S que ''';,Í11 oh¡ell\ dt' nll('<,lro <'Siuclio t'll el pr l''l't11t· 1 -1pilr !1" idl""'' rr<¡ l1 '''' 
,,, IJ.r dado l.r lll'l ISIÚI1 4'i(, que [,lrnhiéll l Orlll'll(,lr('llHISI. 

Sí,ll'i11.1 t\iltlirm de lnlq~r,ll ¡,·ll1. '<liiHllo sdíc~L1 el propio .rrlículo h del At ueido de Cartagcru v¡gc<1lt' y l'll donde 't' •,t'11,1l,m 1 1 ,·"í;·HI<h < 

Íll:-,litll( IOIIL'", que no ...;on los L'mi< os, y,¡ que el prop:o ,n!í< u lo nu c-..; ld>...,1tivo sino ,1hit'rto. 

Sí hrl'll <'11 el corto y mc•cJi,1no plazo 110 S!' ohsc•rv,1 c•lr•stahlec¡rnicnlo de una liiiÍ<.HI t'conolnit .1 v rnorwi.Hia c,imiL1r ,1 l.r hi<lli"'" •y.r '1"'' t·tl 
l.; .ll lu.Jiid.Jd 't' dl'IH' pr111wm t•stirblctl'r l.1 unión adrrdrwr.r y c-lml'rc .1do com(¡n), puPde pl.mtcarc,c que anivl'l rq;ror1,11 'rrr¡.ltl'l.t l inr<HI 

EnHH-HllH den Stt(Llrn(•ric,l o en Amérie:1; ello dcpendcr,·l de Lv-. ncccc,i(LHJf'<.. qu(' ~e Vtlyan a ~rc..:;cnLH v ~ohr (•tnd') d(' t ,"m¡¡)' ,!y,l, 1 r ·\'1 1 11 H '' JII.H 

l.r irnplr'rl11'111.lt ¡¡'rn dc•l l'Uro l'n Eurt>p.r. 

l os, olm'lll.r nos l.'n tomo ,1 1.1 Dl't isí<'rn 2 83 clehen sc•r t oncord.ídO' con los de l,1 l )e e isi(lll 4 Sh. no1111.J comr 111 i I.Jri. t qr "' rnodi 1 '' <"> l,t r r·¡;t r l. 1< ,,·n 1 

.11 r/ idw npin.~. 
L.1 p1esl'l1il' il''Í' sl' crnpPzú a red,H tar anlt'S cJ¡• l.1 aJopciún d¡• la Uccisíón 4Sh, t'S por ello que henms incluido un punto t''l"'' r.1l p.11,1 

¡j,,,,moii,H die h.1 11orr11,1 C0111llnÍI.lri,L 
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En la actualidad se encuentra vigente la Decisión 283 
del 21 de marzo de 1991, norma que tiene su antece­

dente en la Decisión 230 (dada en diciembre de 
1987), la misma que a su vez tenía su antecedente en 

l.1s Decisiones 45 y 49 sobre distorsiones en la com­
petenci,J y armonización de legislaciones sobre fo­
mento industrial, las cuales también buscaban preve­
nir y corregir las distorsiones en la competencia. Éstas 
norm,Js comunitarias plantean una regulación del 
comercio en la subregión, a fin de evitar distorsiones 
en los precios de los productos que son exportados 
(distorsiones causadas por subsidios o dumping). 

La norma comentada busca regular las políticas de 

defensa de la competencia comercial, tanto contra 
<~gentes ubicados al interior de la subregión como 
agentes ubicados en terceros países que realizan 
pr,ícticas de dumping y subsidios. Las prácticas con­
den.Jdas perturbarían el libre comercio al interior de 

la subregión y por lo tanto no pueden ser permitidas, 
es por ello que deben ser reprimidas cuando se 
produzcan o incluso ante una situación de amenaza. 

L,1 naturaleza jurídica de la Decisión 283, al igual que 
otras decisiones expedidas por la Comisión, es la de 

una norma supranacional de aplicación subregional. 

Ella íormd parte del Derecho interno de cada uno de 
los miembros (con las características de la primacía 
sobre /,¡ norma nacional e incorporación directa al 
ordenamiento nacional sin necesidad de ratificación 

interna). Estd norma representa el desarrollo de los 
marcos generales dados por los Tratados o Acuerdos 
celebrados por los Estados y que giran en función a los 

intereses supranacionales. 

B. ANTECEDENTES Y SU RELACIÓN CON LOS 
ACUERDOS DE LA OMC 

La m<~terid del dumping no sólo es reglamentada en el 
m;nco de/,¡ integración subregional (como en el caso 

de/,¡ Dc~cisión 283) sino que también es objeto de una 
regui,JCicín multilateral desarrollada en primer térmi­

no por el CATT de 1947 y los respectivos Códigos 

d!ltidumpingdictddos en las Rondas Kennedyy Tokio; 
estas normas en la actuJ/idad han sido reemplazadas 
por el CATT de 1994 dictado a raíz de la Ronda del 

Urugu<~y v el Acuerdo especial o Código antidumping 
de 1994. ¡, 

Ante est1 aparente dualidad, tanto en el plano subre­

gion,¡/ como en el multilateral, cabe preguntarse qué 

normativa debe primar: la primera; la segunda, o si 
acaso existe una complementariedad entre ambas. 

En el marco del GATT y de la OMC, los Estados se han 

comprometido a respetar los Acuerdos que se dicten 
para regu/Jr el dumping y añadirlos a su derecho 
interno. El Gobierno Central del Estado peruano (como 
consecuencia de la ratificación dada por el Congreso 
de los Acuerdos de la OMC aprobados en la Ronda 
Uruguay), vía el Ministerio de Economía y Finanzas, 
ha tenido que promulgar en el año 1997 un nuevo 
Decreto Supremo que regule esta práctica del comer­

cio internacional, a fin de adecuarse a lo previsto en 
el Acuerdo OMC de 1994 y el Acuerdo antidumping 
del mismo año. 

La Decisión 283, si bien recoge los conceptos de 
dar1o, valor normal y relación de causalidad, no se ha 
adaptado aún a los c,ínones dispuestos por el Acuerdo 
especial de 1994. En la norma andina no se han 
adoptado los criterios de determinación del dumping 
basados en la reconstrucción del precio, por adición 
o por sustracción, que sí establece el artículo 2 del 
Acuerdo sobre dumping de 1994. La Decisión tampo­
co ha señalado la duración de cinco años como 

máximo de los derechos antidumping impuestos, 
como lo establece el artículo 11 del Acuerdo. 

La norma andina ha estJblecido sus propias reglas 
para el procedimiento administrativo antidumping, 
en forma supletoria se aplican otras regulaciones 
generales sobre los procedimientos administrativo y 

jurisdiccional ante la Secretaría Cenera/ y el Tribunal 
de Justicia de la Comunidad Andina. 

La razón central pJra que existan diferencias entre la 
Decisión 283 y el Acuerdo de 1994 de id OMC se 
debe a que la primera es del ar1o 1991 y no ha sido 
actualizada. Es la Decisión 456/a que sí se adecú,¡ en 

parte a lo dispuesto por la OMC y el CA TT de 1994, 
aunque también las infringe como veremos en otro 

punto. 

Cada uno de los cinco miembros debe aplicar las 
normas antidumpingde la OMC y su correspondiente 
regulación interna, la cual debe ser dcorde con la 

multilaterJI. En el ámbito de la subregión se debe 
aplicar la Decisión 283 como regulación supranacio­
nal. Ambos tipos de normas deben estar supeditadas 
a lo dispuesto por el GA TT y los Acuerdos de la OMC 

por ser normas internacionales y de carácter general. 

"' El vrg('ntc ,¡cuerdo sobre ch11npi1\q debe ser entendido como el llamado Acuerdo relativo a la a pi icación del artículo VI dc'l A e ucrdo Ccncral 
>ohn' ;\r,mcclcs Aduarwros y Comercio de 1994. 
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C. ÁMBITO DE APLICACIÓN Y SUPUESTOS 

La Decisión 283 regula los supuestos de importacio­

nes en condiciones dumpint;provenientes de terceros 
países (el supuesto de dumping entre miembros es 
regulado por Id Decisión 456); es por ello necesario 
analizar el texto de la norma para determinar y expli­
car los supuestos en que es de aplicación.

17 

1. Primer Supuesto: 

La empresa exportadora que realiza el dumping se 
encuentra ubicada fuera de la subregión andina 
(exportador no miembro) y comercial iza sus bienes en 

.1lguno de los países de la subregión afectando (o 
,mwnclzando dañar) la industria nacional del país 
miembro importc1dor. 

EJemplo: Una empresa rusa productora de acero expor­
ta sus bienes hacia el mercado del Perú, afectando o 

.Jmenaz,mdo a la industria nacional peruana del acero. 

Lc1 norm.1no señala (o establece) de manera clara una 
distinción entre el efecto comunitc1rio y el nacional a 
fin de no confundir entre la aplicación de la Decisión 
283 y la normativa nacional, resolviendo el problema 
de competencias. 

2. Segundo Supuesto: 

El bien exportado objeto del dumping debe ser objeto 
de l,1 aplicación un arancel externo común por los 

países integrantes, la empresa exportadora que real iza 

el dumping debe encontrarse fuera de la subregión 
,mdin.J (exportador no miembro) y la comercializa­
ci(m (importlción) del bien debe ser en varios países 
,melinos (dos o más), daf1ando o amenazando dañar las 
industrias nacionales de los miembros importadores. 

Ejemplo: Respecto de un bien debe existir a nivel de 
la Comunidad Andina una unión aduanera (arancel 

externo común), bien que hipotéticamente será el 
azúcar. Un productor brasileño exporta azúcar el 

precios dumping hacia los mercados de Colombia, 
Venezuela y Perú, países que tienen una industria 
azucarera (varios países miembros importadores); la 
importación del azúcar brasileña daña o amenaza 
dañar a las industrias nacionales de los países parte. 

3. Tercer Supuesto: 

En el penúltimo párrafo del artículo 2 de la Decisión 

se ha tratado de señalar una distinción entre los casos 

dumpint; con efecto comunitario y los de efecto 
restringido al plano nacional. Se ha dispuesto que en 
los demás casos (distintos a los supuestos A, B, C y D) 
podrá ser de aplicación la legislación nacional de 
cada país miembro. 

La disposición legal facultativa posibilita que un caso 

de dumping que no se encuadre en alguno de los 
cuatro supuestos de la normativa supranacional pue­
de ser sometido ante las autoridades comunitarias 
aplicando la Decisión 283; a pesar de que en princi­
pio la norma nacional sea la pertinente (facultad de 

someterlo ante el lndecopi o ante la Secretaría Gene­
ral de la CAN). 

La norma comunitaria antidumping no exige que el 
sujeto activo del dumping cuente con una posición de 
dominio (dentro o fuera del mercado ampliado andino). 

Para llevar a cabo la práctica, no es necesario que el 

exportador cuente con una posición de dominio en su 

mercado de origen 
111

, ni mucho menos que la detente 
en el mercado de destino. Las normas nacionales, los 
Acuerdos sobre la materia del GATT y el actual de la 
OMC tampoco exigen tales requisitos, ellos han opta-

"Artículo:!..· Los l'aísc'c, Miembros o las empresas tjUe tengan interés legítimo, poclr,ín solicitar a la Junta la autorización o mandato para la 
.lplicaci(m de mcdid,1s para prpvenir o corregir las distorsiones en la competencia en el mercado subregional, derivadas del dumping o de 
los suh"d ios, pn los sigu icntec. casos: 
al Cu,mdo l,1s pr.ícticas originadas en el territorio de otro país miembro amenacen c.1uc.,1r o causen perjuiciO importante a la producción 

nac1onal clestinacL1 .11 mercado interno del pdís afectado; 
hl l uamlo l.1s pr.ícticas originadJs en el territorio de un país miembro amenacen causar o causen perjuicio importante a 1<1 producci,·m 

11,1( ional dt>still.1da el 1.1 exportación J otro país miembro; 
e 1 Cu,mclo lac. pr.ícticas originadas m un país de fuera ele la Subrcgión amenacen causar o causen perjuicio importante a la producción 

n,H ion.1l deqin,¡d,1 ,1 la exportación a otro país miembro; y, 
cli Cu,mdo l.1c. pr.ícticas originadas en un país de fuera de la Subregión amenacen causar o causen perjuicio importante a su producción 

11.1< l<m.JI; 't' tr.Jte ele los productos a los 4ue se aplitjue el Arancel Externo Cornún; y, las medidas correctivas deban aplicarse en m,ís de 
un p.1ís micmhro. 

En loe. denLís c.Jsos, podr,ín ser ele aplicación las disposiciones reglamentarias n,Kionales ele cada país miénlbro. 
i',H,l los ctec tos ele cst.1 Decisión, se l'ntiende incluida dentro de la amenaza de perjuicio, el retraso sensible pard la creación de una 
producciún n<~cion.JI.". 
l'arll' cll'l tc'xto de l,1 Decisión 283. Pági11,1 web oficial ele la Comunidad Andina. LegisiJciún. ~ lwww.cumuiJiei.Jdandin.J.orgl (20 ene. 199'11. 

En elnwrc ,¡do de origen el exportador yue hace el dumping puede contar con una posicic'm eledominiou puede'< ontdr con Ulllllcrc a do protl'giclo 
o e11 PI nulel ac cc'SU de otros competidores sea difícil, como ocurre en los mercados Jsi.ít1cos, en donde los productores na; ion,Jics son d su 
vc'z cxport.Jdures y cuc'lllan con un mercado cerrado totalmente o de diíícil acceso. En lch paíc,es asi,ítims las norrnas anlilru.stson deticientes 
o incxic,tmtec,, por lo que se tJvorcce la discriminación internacional ele precios entre los mercados dom(:;,tic os y de destino en el exterior. 
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do b;ísicamente por la diferencia de precios entre el 
valor de exportación y el valor en el mercado domés­

tico (valor normal) debidamente reconstruidos. 

A pesar de que para probar la existencia de dumping 
no se requiere de una posición de dominio, la empresa 
que realiza dicha práctica (y que tiene sus efectos en 
alguno o algunos de los cinco países miembros) puede 
tenerla en su país de origen o en otros mercados 
externos respecto del mercado comunitario andino. 
En estos casos nos queda la duda de si la Decisión 283 
es la pertinente, o si por el contrario es la 285 (ello lo 
precisaremos en otro punto). 

4. REGULACIÓN DE LAS RESTRICCIONES A 
LA LIBRE COMPETENCIA: DECISIÓN 285 

A. NATURALEZA JURÍDICA Y ANTECEDENTES 

La Decisión 285 (al igual que la 283) es una norma 

supr;111acional que forma p;nte del ordenamiento ju­
rídico de los países miembros de la CAN, y por lo tanto 
forma parte de sus respectivos ordenamientos jurídi­
cos internos o nacionales (en virtud de la incorpora­
ción directa, y goza de supremacía con relación a 

otras leyes, salvo las constituciones de cada uno de los 
miembros). 

Ld regulación comunitaria antitrust tiene su origen y 
antecedente en la Decisión 230, en la cual no se hacía 

una distinción entre los distintos supuestos de 
distorsiones de la competencia: restricción a la libre 

competencia, restricción a las exportaciones y los 
supuestos de práctica desleal del comercio interna­
cional o dumping. 

La especialización de los supuestos de la Decisión 
230 se logró al darse las Decisiones 283,284 y 285 (la 

284 regula las restricciones a la exportación impues­
tas o dadas por países miembros donde está ubicado 
d exportador, se trata de actos estatales que generan 
una restricción) para distinguir los distintos tipos de 
restricciones. 

B. ÁMBITO DE APLICACIÓN 

Los supuestos establecidos en la Decisión 285 son 
las prácticas restrictivas de la libre competencia que 
se originen en la subregión o en las que intervenga 

una empresa que desarrolla sus actividades en uno 

de los países miembros. Como lo señala el artículo 2, 
dichas prácticas pueden darse vía prácticas concer­

tadas, acuerdos restrictivos entre empresas (horizon­
tales o verticales) o mediante actos de abuso de una 

posición de dominio llevado a cabo por una o varias 
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empresas (esta norma andina no prohibe ni controla 
las fusiones). 

Geográficamente, la práctica restrictiva sancionada 
por esta Decisión debe tener sus efectos en uno o en 

más países miembros, lo que significa que el efecto de 
la práctica debe ser comunitario (o mejor dicho sobre 
el mercado ampliado). Para entender mejor los su­
puestos de la Decisión analicemos un grupo de ejem­
plos hipotéticos: 

a. Una empresa dedicada a las telecomunicacio­
nes, que tiene filiales y matriz en dos o más 
miembros, y que en cada país o en conjunto (a 

nivel subregional) cuenta con una posición de 

dominio y realiza una práctica predatoria, come­
tería una infracción comunitaria, independiente­

mente de ser también una violación de la norma­
tiva a nivel nacional (ya que la legislación nacio­
nal de un país miembro podría condenarla tam­
bién). Por primacía y subordinación, la norma 
supranacional sería la única norma aplicable en 
defecto de las normas nacionales. 

b. Un grupo de empresas que operan en uno de los 
países andinos (por ejemplo, Perú), celebran un 
acuerdo a fin de impedir que al mercado peruano 
ingresen, se distribuyan o comercialicen produc­
tos similares de origen comunitario (por ejemplo, 
colombiano). 

c. Una empresa con posición de dominio en Perú 
realiza en ese mercado una prcíctica de precios 
predatorios (o de ventas por debajo del costo total 

promedio, o sale below cost) que afecta el ingreso 
de productos similares importados desde otro país 

miembro, los mismos que por una mejor eficien­
cia son más baratos y competitivos (el ejemplo es 
el inverso al supuesto del artículo 2-A de la 
Decisión 283). 

Como se puede observar, los ejemplos dados ponen 
de manifiesto que las prácticas restrictivas deben tener 

en común (para que sea de aplicación la norma 
supranacional) un efecto comunitario, ya que de lo 
contrario sólo es aplicable el ordenamiento jurídico 

nacional antitrust de un País Miembro. 

Las prácticas restrictivas de la libre competencia co­

munitaria pueden ser respecto del comercio de bienes 

o servicios; incluyendo en el caso del comercio de 

bienes las operaciones de importación -exportación 

al interior de la zona de libre comercio, unión adua­

nera o el mercado común que se vaya a constituir en 
la CAN (en el último caso se trataría propiamente de 
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ventas y no importaciones, ya que es un comercio al 
interior de un mercado común). 

Los supuestos de la Decisión no diferencian si la 
restricción a la libre competencia es respecto de 
bienes 1 iberados o no 1 iberados, la norma sólo toma en 
cuenta que los bienes se comercien en la subregión 

(vía venta, importación entre miembros con o sin pago 
de ar,mceles). 

La Decisión antitrust es muy compleja y toma en 
cuenta muchos supuestos, sobre todo si se tiene en 
cuenta lo dispuesto en su segundo artículo.

19 
La 

norrn.1 incluso considera el caso de una empresa 
exportadora ubicada fuera de la región que real iza la 
pr~ctica restrictiva de la libre competencia. 

Como ya habíamos indicado, lo primordial para que 
la Decisión sea aplic.1ble, es que el sujeto activo de la 
práctica restrictiva sea una empresa (o empresas) que 

opere en todo o una parte de la subregión andina (en 
uno o miis países). De no existir un efecto comunitario 

la norma supranacional no sería la pertinente, la 
aplicable sería mas bien la norma nacional del lugar 
donde se materializan los efectos restrictivos. El daño 
o perjuicio causado por la práctica puede haberse 

iniciado en un sólo país, pero si la amenaza del mismo 
se proyecta al resto de los países, entonces es correcto 
set1alar la existencia de un efecto comunitario.

20 

Los supuestos de la Decisión 285 se encuadran dentro de 
las normas antitrustque tornan en cuenta el lugar de los 

efectos de la restricción independientemente de que su 
origen sed en el exterior de la subregión. La Decisión es 

de aplicación para las empresas ubicadas en la sub 
región andina, y cuando los efectos restrictivos de las 
prácticas sea sobre todo o parte de la sub región. 

No obstante lo señalado en el párrafo anterior, no 
entendemos cómo la norma comunitaria andina 

antitrust ha incluido entre sus supuestos los actos de 
empresas situadas o ubicadas fuera de la subregión y 
que operen en la misma o en una parte de ella vía sus 
exportaciones (dirigidas hacia la subregión), ello crea 
una confusión con los supuestos de la Decisión 283. 

Existe un error en la norma, ya que las exportaciones 

de empresas ubicadas en países no miembros (que 
restrinjan la competencia e incluso busquen predar 
las industrias instaladas en la subregión) sólo deben 
ser combatidas por normas antidumping supranacio­
nales. La normativa antidumping es de aplicación 

para los casos de discriminación internacional de 
precios o ventas por debajo del costo (o ventas a 

pérdida) y en la medida que las exportaciones afecten 
o distorsionen la competencia a nivel subregional 
(efecto comunitario). 

El caso de empresas ubicadas en el exterior dispuesto 
por la Decisión 285 sería un caso de dumping extra 
comunitario (un caso distinto es que un acuerdo 
restrictivo haya sido adoptado en el exterior y se 
ejecute en la sub región andina).

21 

La Decisión antimonopolio busca impedir los acuer­

dos o prácticas concertadas y los actos de abuso de 

posición de dominio; este segundo supuesto es el que 
nos interesa resaltar de manera especial ya que inclu-

1
<¡ ''Artículo 2.- Los pJ.íscs miembros o las en1prcSJS que tengan intcr6s legítimo podrJn solicitar a la JuntJ la autorización o manU.1to pJr.1 la 

,1pl1cac ión ele mee/idas p.1r,1 prevenir o corregir las &nenazas de perjuicios o los perjuicios a la producción o exportaciones, e¡ u e se' dcriwn 
dt' prácticas rcstric tivas de la libre competencia c¡ue se originen en la Subregión o en las c¡ue intervenga una cmpres;1 c¡ue desarroll,1 su 
dctividdd ec onómicc1 en un país miembro. 
l'or origen en lc1 Subregión se entienden las prácticas realizadas por empresas c¡ue desarrollan su actividad económica en uno o lllcÍS paísc'S 
m1emlm1c,. l'or intervención de un país miembro SC' entiC'nde la pr,ktica llevada a cabo entre empresas c¡ue desarrollan su actividad 
ccon(mllca en uno o m,ís países miembros y empresas situadas fuera de la Subregión. 
Quedan excluidas de la prc'sente Decisión las pr.1cticas c¡ue lleven a cabo una o más empresas situadas en un solo país miembro pero c¡ue 
no tengan efectos en la Subregión. En estos casos será de aplicación la legislación nacional respectiva. 
Para los efectos de la presente Decisión, se entiende dentro de la amenaza de pequicio, el retraso sensible para la creación de una 
produce iún." 
f'a1te de la Decisión No. 285. f'ágina web oficial de la Comunidad Andina Legislaciónwww.comunidadandina.org. -
lwww.comunidaelandina.orgl (20 ele enero de 1 'J'J'J). 

Como ejemplos de los efectos d0ñinos nacionales y comunitarios podemos citar los siguientes: 
l. L1 C'lllprc'S,1 CARSA opera no sólo en PerC1 sino también en Colombia y Ecuador; por lo c¡ue si realiza una práctica ele precios predatorios 

en Pen\ la norma peruana (701 1 sería la aplicable, a menos c¡ue luego se estableciese e¡ u e dicha práctica puede extenderse al resto de 
países donde opera. 

2. La cadena dp pollerías Mediterr.íneo sólo opera en Lima, y ni siquiera en el mediano plazo tiene planes de participar en el resto del mercado 
¡wruano, por lo c¡ue una práctica restrictiva con las otras pollerías a la brasa c¡ue operan en Lima no tiene un efecto comunitario de dc1fío 
o amenaz,l del mismo; es por ello c¡uc solamente es de aplicación el Decreto Legislativo 701 como norma nacional. 

Las nonn,1s tienen un,l vigencia restringida en función del tiempo y lugar, las normas antitrust deben tener una competc'ncia territorial 
ele limitada; sin embargo alguna' legislaciones antimonopolio (como la legislación americana o incluso la peruana) buscan una aplicación 
cxtr,Herritorial ya c¡ue sancionan prácticas restrictivas que tienen su origen en un país distinto, por lo c¡ue surge el problema de cómo 
sancionar dichas pr,íctic:.ls. La solución está dada por tomar en cuenta el lugar de los efectos de la restricción a la libre competencia 

independientemente ele su origen; el problema es la aplicación "extra-territorial" corno solución forzada y ello ha tratado de ser suplido con 

la ,1plicación de las normas antidumping 
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ye la práctica de precios predatorios y la discrimina­
ción de precios (más o menos similar al dumpin[!). 

Los actos de abuso prohibidos tienen las siguientes 

condiciones: 

a. La empresa (o empresas) debe gozar de una posi­
ción de dominio en el mercado (éste, geográfica­
mente, comprende todo o una parte de la subregión) 
como lo señala el artículo 5 de la Decisión. 

b. El comercio de los bienes o servicios debe ser en 

el mercado ampliado subregional o en parte del 
mismo. 

c. El comercio debe efectuarse vía las siguientes ope­

raciones: importación con arancel, importación sin 
arancel, prestación de servicio (interno o externo) o 
venta interna (dentro de un mercado común). 

d. El precio final de venta no llega a cubrir los costos 
totales de producción. 

e. La intención depredación de la industria compe­
tidora subregional. 

f. El agente predador (sujeto activo) debe operar 
económicamente en todo o parte de la subregión 

andina; incluso puede ser una empresa situada 
fuera de la misma. 

g. Los competidores, compradores o proveedores de 
la empresa (sujetos pasivos) que realiza el precio 
predatorio o acto restrictivo de la competencia 

deben estar ubicados en una parte de la subregión 
(ello se desprende del texto del artículo 3 cuarto 
párrafo). 

Par¡¡ determinar la existencia de abuso de una posi­

ción de dominio la norma comunitaria no precisa si la 
posición debe darse dentro o fuera del mercado 
ampliado. La inexactitud de la norma se debe a que en 
el segundo pimafo del artículo 2 de la Decisión se 
menciona el caso de empresas situadas fuera de la 
subregión, esto puede originar al menos dos situacio­
nes: 

a. LJ empresa que realiza la práctica restrictiva de la 
libre competencia es um empresa exportadora 

ubicada en un tercer país no miembro, y en dicho 

país de origen o en un tercero tiene una posición 
de dominio. 

b. En la subregión opera la filial de una empresa 
transnacional, y a nivel subregionalla subsidiariJ 
(o subsidiarias) no cuenta con una posición de 
dominio, pero sí la tiene en el resto del mundo (en 

virtud de la matriz y otras subsidiarias ubicadas en 
el exterior).

22 

Para concluir, debemos señalar que la Decisión 285 
contiene amplios supuestos e incluso una cláusula 
general, ya que en su artículo 5 se proscriben no sólo 
las manipulaciones indebidas de los términos de 
comercialización (precio predatorio), sino también 
las prácticas de efecto equivalente (como se seña la en 
el inciso F); por lo que el caso del subsidio cruzado 
estaría incluido en la prohibición. La amplitud (en 

cuanto a los supuestos regulados) de esta norma 
genera ciertas contradicciones con los supuestos de 

aplicación de la Decisión 283, pero ello será materia 
de análisis en el siguiente punto. 

5. LA DECISIÓN 456: DUMPING INTRACO­
MUNITARIO 

A. EXPLICACIONES GENERALES 

El 04 de mayo de 1999 la Comisión de la CAN aprobó 
la Decisión 456 que busca prevenir o corregir las 
distorsiones de la competencia generadas por el dum­
ping entre miembros de la CAN. Esta norma comuni­
taria deroga parcialmente la Decisión 283, por lo que 

ambas normas están vigentes. 

La nueva Decisión, como lo señala su artículo 2, tiene 
su ámbito de aplicación para los casos de dumping 
entre miembros de la CAN. La norma prevé dos 
supuestos: 

a. Un exportador ubicado en un país miembro causa 
daño, con sus productos a precios dumping, a la 

producción nacional de otro país miembro. 

b. Un exportador de un país miembro causa daño a 
las exportaciones de otro país miembro. El merca­
do de destino de ambas exportaciones es también 
un país andino. 

Los dos casos previstos por el artículo 2 de la Decisión 
456 son los mismos que los supuestos A y 8 del 
artículo 2 de la Decisión 283. Los casos C y D 
(dumping originado en un país no miembro) del 

artículo 2 de la Decisión 283 siguen vigentes y regu­

lados por dicha norma comunitaria. 

Como <'Jl'lllf.Jio del segundo caso tencJrí.1mos una f.Jráctica de subsidio cruzado. 
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La razón principal para la aprobación de la Decisión 
456 era adaptar la norma comunitaria sobre dumping 
a las modificaciones impuestas por el Código 
antidumping de 1994 de la O M C. Sin embargo, se ha 
hecho una distinción (para efectos del dumping) entre 
importaciones de miembros y no miembros, a las 
primeras les es aplicable la Decisión sobre dumping 
comunitario y a las segundas la Decisión 283.

23 

B. INNOVACIONES DE LA DECISIÓN 456 

Esta Decisión establece una regulación detallada del 
procedimiento antidumping comunitario, a diferen­
cia de la Decisión 283 que establecía una regulación 

simple y sin entrar en mayores detalles. Para verificar 
los cambios en el procedimiento administrativo co­
munitario basta una comparación entre lo dispuesto 
por los artículos 1 O a 19 de la Decisión sobre dumping 
y lo dispuesto en los artículos 24 a 63 de la Decisión 
sobre dumpin¡; i ntracomun itario. 

a. El artículo 25 ha detallado los datos de la solicitud 

de investigación, es decir, que los requisitos que 

exigía en la pr5c:tica la Junta (y ahora la Secretaría 

General) han sido dispuestos de manera expresa. 

b. El pl,1zo de subsanación de admisibilidad de la 
denuncia o solicitud se ha reducido de 20 días 
h(lbi les a 1 O días con un adicional de 5 días h,íbi les. 

e:. Se ha establecido la regla del dumpin¡; minimis 
(tercer p(lrrafo del artículo 27 de la Decisión); se 

ha optado por un volumen de importaciones 
dumping menor al 6';/,, del total de las mismas. En 

el artículo 64 se establece que en los casos con 

m:1rgenes de dumpin¡; inferiores al 5"1<, no se 
impondr Jn derechos antidumping. 

d. Se ha establecido el plazo de 15 días h,1biles para 
expedir la resolución que ordena abrir la investi­
gación de dumpin¡;, plazo que se computa a partir 
de la resolución de admisibilidad (artículo 27). En 

la Decisión 283 el plazo era de 20 días hábiles 
pero computados desde la fecha de presentación. 

Otro tema importantE' que ha sido regulado por la 
Decisión 456 es el de la confidencialidad de la 

información proporcionada. El artículo 63 de la nueva 
norma comunitaria ha establecido de manera expresa 
que tocL1 informacic'm proporcionada a la Secretaría 

General sólo podrá usarse para los fines de una 
investigación antidumping; es decir que dicha infor­
mación no podrá ser compartida con los organismos 
nacionales de los miembros. 

La nueva Decisión otorga a cualquier empresa objeto 
de una investigación de dumping, el derecho de que 
la información proporcionada sea para un propósito 
determinado y por lo tanto no pueda ser compartida 
con otros entes administrativos ni pueda ser usada en 
otro tipo de investigaciones, por ejemplo investiga­
ciones de la Secretaría por prácticas restrictivas de la 
libre competencia. 

El artículo 62 de la Decisión 456 establece que los 
funcionarios o expertos de la Secretaría General o de 
los países miembros que participen en una investiga­
ción por dumping intracomunitario son responsables 
por las infidencias que afecten la confidencialidad de 
la información proporcionada. Creo que se podría 

haber establecido una responsabilidad vicaria y soli­
daria de la propia Secretaría, independientemente de 
la existencia de una responsabilidad personal del 
funcionario o experto. 

La nueva norma comunitaria, a comparación de la 
Decisión 283, ha otorgado legitimidad para solicitar 
una investigación por dumping no sólo a los países 
miembros y a la rama de producción nacional (indivi­
dual o asociada), sino también a los importadores, 
consumidores y a los usuarios (artículo 5 de la Deci­
sión 456). Los nuevos sujetos legitimados para denun­

ciar ante la Secretaría General una práctica dumping 
entre miembros son: los países miembros, los produc­

tores nacionales, los exportadores, los importadores y 
las asociaciones de consumidores. 

No obstante lo dispuesto en el artículo 5 al reíerirse a 

la legitimidad activa, el artículo 24 sólo hace referen­
cia a la rama de la producción nacional (definida 

corno el conjunto de productores nacionales por el 

artículo 7). La nueva Decisión contiene una aparente 
contradicción que debe ser interpretada, ya que no 
sólo la rama de la producción nacional está legitima­
da para denunciar. Al amparo del artículo 5, una 
pequeña asociación de consumidores podría presen­
tar la solicitud e incluso un solo importador, ya que la 
norma no ha establecido un porcentaje de represen­
tación para estos casos. Estas dudas deberían ser 
aclaradas. 

En materia de 'uhsiclios o subvenciones estatales ocurre lo mismo, ya qup J las exportilciones subsidiadas de terceros países les es a pi icable 
le~ Ucc isi(Hl 2il3, mientras yue a las exportaciones subsidiadas por miembros ele la CAN les es de aplicación la Decisión 4S7. La LJccisiún 
2ill fue eh de~ antes de la 1\oncJ,¡ Uruguay, por lo yue no ha tomado en cuenta el Acuerdo Antisubvenciones de 1994, mientras que la DPcisiún 

457 se acL1pta en parte a este Acuerdo. 
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Abdías T. So_tomayor_\f!r!iz 

Se han establecido criterios para poder determinar 

el retraso importante en la creación de una produc­

cic'm nacional (artículo 23 de la Decisión 456). La 

Decisión 21B sólo ser1alaba criterios para determi­

n,Jr l.1 .Jrnc·n.1z;1 de daño, pero no precisaba como se 

podí.1 cleterrnin.1r el supuesto del retraso. Éste es un 

dv,mcc, debido a que se ha normado éste supuesto 

o c;¡us.JI, y 'e impide' incurrir en arbitr.1riedades 

protc·ccionistas, so pretexto de la futura industria 

n,Jcion,ll a crearse. 

SP h,1 ,1mpliado la intervención de otras entidades 

distinL1s de l,1s comunit,Jrias. La Decisión 283 en su 

.1rtículo 12 posibilit,Jba que la Junta solicitdSP iníor­
rn,¡ci(m ,1 los órganos de enlace 1Vice Ministerios de 

Comercio e lntlogración de los países miembros); en 

cambio el ,ntículo 33 de la nueva norma permite la 

p.lrticip.Jcic)n de las oficinas nacionales especializa­
eLlo. l.c~ nucv,¡ norm,1 permite IJ particip<1ción de la 

Comisic'm ele Fiscalización de Dumping y Subsidios 

dellndf'Copi que podría ser un órgano de apoyo de la 
Sc-•crC'l,lrÍ,J Cenerc~l. 

L,¡ e oL1horaciún propuesta por l,l Decisión 456 inclu­

Y<' Id posibilidad de recurrir c1 expertos de los países 

mif•mbros, como lo scñ<1l<1 el artículo 52 para la fJse 

dc· Id verific.1ción de l,1 iníorm<Jción durante la inves­

tig,wión. Al ,1mparo de la nueva Decisión, los funcio­
ll.ll·ios de lds oíicinds nacionales (por ejemplo funcio­

ndrios dellndecopiJ podrían intervenir como colabo­
r,Jdores Pn un;¡ invrstigación de dumping entre miem­

bros d<• l,1 CAN. 

C omo íorma de ahorro de recursos, considero que 

ddw permitirse que los funcionarios nacionJies pue­

d,m int<·rvl'nir en los procesos administrativos comu­

nit,nim, y,l que l,1 CAN no cuent.1 con un numeroso 

IH'r~on,d como sí ocurre en l,1 Unión Europea. 

l_,¡ intervPnciún de personal de las oficinas nacionales 

c•r1 procedimientos comunitarios implica que ellos 

r¡·,lliz,m una doble función. La primera función es en 

sus rc•spectiv,¡s entid,1des nacionales (función estatal) 

y Id segunda es una funci(m comunitaria delegada 

p,Hd un prop6sito específico (lo que les confiere las 

prcrrog,¡fivds de un funciondrio comunitario frente a 
l,¡c, emprf's,Js investigadas). 

l'or último, una innov;JCión es la adopción de normas 

.1nti circrnnvention o ,mti elusión de los derechos 

.Jntidumping, dispuestds en los artículos 74 a 76 que 

no habí,m sido previstas antes. El c~rtículo 75 establece 

los c,¡sos en que cierus operaciones de ensamblaje o 

morrtdjP deben ser consideradas como formas de 

vlusi<'m dc•l pago ele los derechos ;mtidumping 
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C. CRÍTICAS A LA DECISIÓN 456 

Como primera crítica cabe señalar que no sólo no se 

ha eliminado el dumping entre los miembros de la 

CAN, sino que incluso se ha dispuesto una norma 

comunitaria especial para regular dicha pri1ctica (ya 

que la Decisión 283 será de aplicación para prácticas 
dumping originadas en países no miembros). 

Las normas antidumping (nacionales o comunitarias) 
aplicadas al comercio entre los miembros de un 

proceso de integración deben ser sustituidas por nor­

mas antitrust comunitarias. La CAN ha debido optar 

por una sustitución de normas a 1 igual que lo ha hecho 

la Unión Europea (modelo en el cual se inspiró la 

integración dndina). 

Una segunda crítica es respecto de las normas anti 
circumvcntion. El Acuerdo CATT de 1947, el GATT 

de 1994 y el Acuerdo antidumping de 1994 no han 

previsto el supuesto de la elusión, por lo que este tipo 

de disposiciones representan una cl,1ra contravención 

de las normas multilaterales. Con normas corno l,1 

Decisión 456, la limitación al comercio y,¡ no sólo 

sería vía derechos antidumping sino t.1mbién víd 

investigaciones anti elusión. 

Las nornldS ,mti circumvention represent,m un ejem­
plo de proteccionismo de las industri,¡s nacionales, ya 

que pueden investigarse o" aLlc.Hse" lds oper,lciones 

nacionales de ensamblaje, so pretexto de la elusión. 

Ld idea de su adopción no es original, por el contrario 

es una copia de normas simil,nes que existen en Id 

Unión Europea y en los Estados Unidos, quienes son 

usuarios tradicionales y "abusivos" de las normas 

antidumping en pro de und protección de sus indus­

trias. 

Una tercera crítica de la Decisión 456 c·s respecto del 

principio de trato nacion,1l. Al mc1nterwrse Id figura del 

dumping intracornunitario en Id CAN Sl~ viola el 

principio del trato nacion,1l, ya que existe un procedi­

miento antitrust comunitario y un procedimiento 

<1ntidumping, los que no sólo no son iguales sino que 

uno es más favorable. Und emprcs,1 uhicdda en l,1 

subregión, en investig,lCiones ,¡ntitrust, es trdtada dt' 

un,l rnanera distinta en comp,naciún al trato a un 

exportador denunciado en un proceso ,rntidumping 
intra comunitario . 

Un cuarto punto que quisiéramos toen f') el referido 

a la legitimidad concedida d las asociaciorws de 

consumidores y a los import,ldores pdra solicitar 

investigaciones de dumping Ello supone un,l viola­

ción de lc1s normds del C1\ TT y OMC sobre> dumping 
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que no les conceden legitimidad activa a los consumi­

dores ni a los importadores. 

Creemos que en lugar de haberles otorgado legitimi­

d,1CJ ,1ctiva a los consumidores en los procedimientos 

,Jntidwnping, ha debido de otorgárseles legitimidad 

en los procesos de restricciones a la libre competen­

ci,L Lo ser1.1l,1do significa reconocer que las Decisio­

nes 283 y 465 deberí,m ser reemplazadas, respecto 

del control del dumping intra comunitario, por los 

supuestos de la Decisión 285 (previas modificacio­

rws, 'e debe optar por la sustitución de normas 

,Jntidumping por normas antitrust comunitarias). 

Otorg,¡r legitimidad activa a las asociaciones de con­

sumidores (sea en el país miembro de destino o en el 

de origen) es un exceso ilegal ya que las normas del 

CATTy el Código antidumpingde 1994 (y los anterio­

res Códigos rnu lti laterales .Jntidumping) no permiten 

que los consumidores, individudl o asociativamente, 

puedan solicitar el inicio de investigaciones 

dntidumping. La CAN podría ser denunciada ante la 

OMC por ,1lguno de los p.lÍses miembros de incumplir 

la regui,JCión multil,lleral, lo que originaría que la 
()MC lt' t'xi¡,1 adecu,n su regulación comunit,ni,l d lo 

dproh,lclo luego de l,1 Roncld ele Uruguc~y. 

En el rnodl'lo andino er,1 rwcesdrio Jdecu,n l,1 regul,l­

ciún ,IIJ/irfumping COmLIIlitari,l al nUPVO [ (HJigo 

multil,lter,ll ele 1 <J94 de la UMC, y es por ello que ,;e 
,1prob<i la J)ecision. No obst,mte lo señdlddo, Id 

.1dcc uación s(Jio h,1 sido respecto de dos supuestos de 

la Decisión 28/
1
, y no se han incluido los supuPstos 

de dumping origin.ldo en el exterior del mercado 

arnpli,1clo de la CAN, es por ello que pueden presen­

tdrse los siguientes resultddos: 

l. La CAN no ha cumplido con la adecuación para 

el dumping origin<tdo en el exterior, por In que 

puede ser denuncradd a la OMC. 

2. Se puede esper,H que se v<~yd a dar una próxima 

modificación de la Uecisicín 2B3 y que tal modi­

íic ación podríd incurrir c•n los mismos errores y/o 

excesos en que ha incurrido l,1 Decisión 456. 

Resulta extrar1u observ& que Id Decisión 456 no esta­

bleció ide m,lllera expresd) en alguno de sus artículos 

Id í.wulucl dC' realiz,¡r investigaciones de oficio por 

p.Hte de la Secret,1rí,1 Ceneral (1,1 Decisión 2B3 tampo-

co disponía de manera expresa dicha Í,lcultad); a pes,1r 

que el propio Código antidumping de 1994 permi!C' 

investigaciones de oficio, de flléHlerd excepcional, y 

sier~1pre y cuando las circunstancias lo ameriten. 

Por las razones expuestas consideramos que la Decr­

sión 456 debe ser eliminada y sustitUida por un,1 

norma antitru~t comunitaria que regule el comercio 

entre miembros al igual que ocurre en Id Unitm 
Europea. En caso que no se opte por una sustituci(m, 

debe darse un,¡ modificación sust,mci,ll en Id Deci­

sión 456, yc1 que estarían incumpliendo nornldS mul­
tildterales dadas en el marco del CA1T y l,l OMC. 

6. CONTRADICCIONES COMUNITARIAS DE 
LA CAN EN MATERIA DE DUMPING Y RES­
TRICCIONES A LA LIBRE COMPETENCIA 

A nuC'stro entender existen ciertas incohert'ncias de 
fondo en la legislacic'm comunit,nia ;llldi 11,1 Pn nl.tleri.l 

de normas antidumping y antitrust que a e ontinudción 
iremos f'nu merando y expl i c.mdo brevr'rncntt•: 

,¡) Los supuestos de la Decisión 2Wi r•n llldteri,l de 

restricciones a la libre competenu.1 son muy 

amplios e incluso toman en cuent,1 d (~mpresas 

situad,ls en el exterior; por lo que h,llJrí,l coinci ~ 

dencias con el supuesto de rlumpingde países no 

miembros de la Decisión 2él3. 

b) La Decisión .Jntitrust si bien prohdJC' las pr:Hticds 

restrictiv,¡s de la libre compctencrd, no tdt u Ita .1 l.t 

Secretdría Generdl d imponer s,mciones. 

e) Ld Decisión 2B5 no establece un.1 iist.1 de excepciurws 

de prácticas restrictivas que pudiesen estdr permitid,b. 

d) Las Decisiones 283, 45(J y la 285 no establecen l,1 

regulación cornunitari,1 que debe estdr v1gt>nte 

cuando se llegue al mercado cornCm lelimindción 

de l.1s normas dntidumpin¡; y sustitución por nor~ 

mas antitrust respecto del comercio ,11 interior del 

mercado comCm). 

el Las Decisiones no han establecido un.1 diíerencia 

entre t:'xportaciones entre miembros .1 precios 
rfumpingpor parte de una empresd situdcl,l en Llllo 

de los paises miembros y l,1s dcctuddas por una 

empresa que goza de posiciún de dominio en el 
mercado ampli.Jdo andino.-'' 

!le IH· ll'c orcLm<' que' Id lkci,i(m 21-U rw (1,¡ sido dcrogJrL1 tol.llmcntc, por el contrario cocxiqe con);¡ vig('nlc' Uc'< i'rc·lll 4Sr,. 
tr1 <''te· e ,N> 'l' l'lltcl1lkríd qut' la norm,l aplicable por l''fle< i,did,KI es ,(Jio la Decr,ic'm 2K3 ya que sería un c.1so de· rlum¡!lng r·r1trc rnrcnri>rc" 

rndqll'ndrcrltc·rn<·nt<· quv la crnpr<'Sil que real1z.c l'l dumping e uente con un,l posici(,n de clornrnio !falta una rnayor prn r,i(m <'11 l.1' rHJrrn,l,). 1" 
e unir 1'i' lll se' puede' expl i< ,1r ya que' las dos norn1a' < ornun itarias tornan entre"" supuestos los casos de exportar r(m- rmportacrc'H1 <'rltr<' rn il'rni>r m. 
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f) Las tres Decisiones (283, 456 y 285) toman en 
cuenta el peligro o amenaza de perjuicio sobre la 
producción nacional (mercado interno del país 
afectado) o exportación entre miembros. Al res­
pecto puede analizarse la similitud que existe 

entre los artículos 2 de la Decisión 285 y de la 283, 
y sobre todo compararlos con el artículo 2 de la 
Decisión 456. 

g) La Decisión 283 no prevé supuestos de elusión de 
los derechos antidumping, mientras que la Deci­
sión 456 sí los prevé. 

h) Las Decisiones 283, 456 y 285 no establecen el 
deber de cooperación por parte de las Aduanas de 

cada país miembro para con la Secretaría Gene­
ral, en el sentido de obligarlas a brindar informa­
ción sobre las condiciones de ingreso a cada país 

de las importaciones. 

i) La Decisión 283 debería de adecuarse a los Acuer­

dos adoptados como resultado de la Ronda de 
Urugu,ly. 

Por lo antes expuesto, afirmo que no existe una 

expresa y cidra diferenciación entre los supuestos de 
la Decisión 283 y la 285; ya que para dichas normas 
existiría una aparente concurrencia de las prácticas de 
dumping y de abuso de posición de dominio. Como 
e¡emplo de lo afirmado tenemos los casos de subsi­

dios cruzados de mercados y productos vía importa­
ciones entre miembros. Urge diferenciar los supuestos 
de las normas comunitarias antitrusty antidumpingde 
la CAN. 

7. ENTES COMUNITARIOS 

L,1 Comunidad Andina cuenta con dos órganos supra­
naciondles (competentes tanto en materia de dum­
ping como en los casos de restricciones a la libre 
competencia), los cuales deben actuar en función de 
los intereses comunitarios. Estos órganos son la Secre­

taría General y el Tribunal de justicia Andino. 

La Secretaría General (antes llamada Junta del Acuer­
clo cJp Cartagena) es la encargada de investigar las 
prácticas dumping y de restricción a la libre compe­
temja; a su vez es la encargada de expedir la resolu­
ción final administrativa. 

1\na llevar a cabo su labor, la Secretaría cuenta con 

grupos o equipos de trabajo especializados en materia 

de dumping y libre competencia (denominados pro­

yectos) que realizan en la práctica la labor administra­

tiva de investigación, antes de que el Secretario Gene-
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ral suscriba cada resolución. La Secretaría actúa prin­
cipalmente por denuncias planteadas por las empre­

sas que tengan interés legítimo o por uno de los países 
miembros de la Comunidad; aunque también puede 
intervenir de oficio, pero de manera excepcional. 

La Secretaría General es la encargada de expedir la 
resolución administrativa que determine la existencia 

(o no) del dumping o de la práctica restrictiva, impo­
niendo los derechos antidumpingu ordenando el cese 
o eliminación de las distorsiones a la libre competen­
cia. La Secretaría no está autorizada a imponer sancio­
nes a los sujetos activos de la práctica restrictiva. 

La pluralidad de instancias administrativas estaría ga­
rantizada por la existencia del recurso de reconsidera­
ción. En la práctica, la Comunidad Andina no cuenta 
con dos instancias administrativas distintas, ya que quien 
resuelve la impugnación es la misma Secretaría General 
(claro que cabe la posibilidad de que la Secretaría 
revise sus conclusiones y pudiese cambiar toda o 

alguna parte de la resolución que dictó). El recurso de 

reconsideración no suspende la ejecución de la reso­
lución administrativa, a diferencia de los recursos 
interpuestos en el ámbito administrativo nacional. 

Contra lo resuelto por la Secretaría cabe interponer la 
acción de nulidad ante el órgano jurisdiccional comu­

nitario, el Tribunal de Justicia del Acuerdo de 
Cartagena. La acción debe ser plantead<1 dentro del 
plazo de un año (pi<Jzo de c<Jducidad) y pard poder 
interponerla (legitimación activa) Id resolución de la 
Secretaría impugnada debe causar perjuicio a las 

personds naturales o jurídicas accion<Jntes y les debe 
ser <1piicable (efecto directo). 

La acción de nu 1 idad debe sustentarse en alguna de las 
siguientes causales: 

a. violación directa de la ley; 
b. incompetencia del órgano comunitario; 
c. vicios de forma no subsan<Jbles; 

d. error de hecho o de derecho de los organismos 

comunitarios, y 
e. desviación de poder. 

En los procesos administrativos comunitarios sobre 
dumping y restricciones a la libre competencia la 
causal de errores de hecho o de derecho sería la mas 

emple<Jda, ya que se deben analizar pruebas para 
determinar las acciones anticompetitivds prohibidds, 
los daños y la relación de causalidad. 

El Tribun<JI actúa en función de los intereses comu­

nitarios y sus fallos son de obligatorio cumplimiento 
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por los Estados y partes involucradas (incluyendo a 
los órganos comunitarios como la Secretaría Gene­
ral), por lo que existe una distinción entre los intere­
ses nacionales y los supranacionales. Los fallos del 
Tribunal buscarán que se tutelen los fines del proce­
so de integración y se cumplan las normas comuni­
tari<ls. 

Otra gran v0ntaja del Tribunal es la de contar con 
profesionales de alto, nivel académico y reconocido 
prestigio, quienes provienen de todos los Estados 
miembros. El Tribunal cuenta con autonomía e im­
parcialidad y sobretodo, es un órgano jurisdiccional 
especializado y permanente (órgano que tendrá un 
rol importante en el ámbito comunitario, ya que 
interpretará l<1s normas y resolverá las controversias 
que pudieran surgir al interior de la Comunidad). 

A diferencia del Tribunal de justicia de las Comunida­
des Europeas, el Tribunal de la CAN no cuenta con 
una pluralidad de instancias jurisdiccionales ya que 
no ha previsto, por ejemplo, un recurso de casación, 
por lo que el fallo del Tribunal de Justicia de la CAN 
es inimpugnable. 

8. EL CASO PERUANO 

A. REGULACIÓN NACIONAL DEL DUMPING 

La regul<1ción del dumping en el Perú tiene distintas 
fuentes que enumeraré en orden jerárquico: 

a. La Constitución Política de 1993 (artículo 61 
primer párrafo). 

b. Los Acuerdos de la OMC en materia de dumping 
(aprobados por la Resolución Legislativa 26362 
del 1 S de diciembre de 1994), en especial el 
Acuerdo por el que se crea la OMC y el Acuerdo 
antidumping de 1994. 

c. El Decreto Legislativo 668 (artículo 15). 
d. El Decreto Ley 25868 (del 24 de noviembre de 

1 992) y el Decreto Legislativo 807 (del18 de abril 
de 1996). 

e. Los Decretos Supremos 133-91-EF (del 13 de 
junio de 1991), 051-92-EF (del 14 de marzo de 
1992) y 043-97-EF (del 29 de abril de 1997). 

La primer<1 de las normas establece que la libre 
competencia debe ser supervisada y promovida por el 
Estado; es por ello que deben combatí rse las prácticas 
que la limiten al igual que los casos de abuso de una 
posición de dominio. 

La norma constitucional prevé expresamente las prác­
ticas de concentraciones y abusos de posición de 
dominio; indirectamente la norma condena todo tipo 
de práctica que limite la competencia, entre estos 
casos podríamos considerar las discriminaciones de 
precios y exportaciones a precios dumping También 
debe subrayarse lo dispuesto en el artículo 65 de la 
Constitución, norma que busca garantizar el interés 
de los consumidores. 

El Decreto Legislativo 668 fue la primera norma que 
de manera expresa (en su artículo 15) señalaba la 
prohibición de las prácticas de dumping, y establecía 
que ellas no serían aceptadas en el comercio interna­
cional y serían contrarrestadas vía la imposición de los 
derechos antidumping. Esta norma resume las dispo­
siciones establecidas en el Acuerdo GATT de 1947 
(éste Acuerdo prohibía las prácticas de dumpin¡.;). 

El Decreto Supremo 043-9 7 -EF es de a pi icación a las 
importaciones provenientes de países miembros de la 
OMC, y fue dictado para que la legislación nacional 
se adecuase a lo dispuesto por el Acuerdo relativo a la 
aplicación del Artículo VI delGA TT de 1994 (Código 
antidumping de 1994). La norma busca reglamentar 
los Acuerdos multilaterales sobre dumping, subven­
ciones y medidas compensatorias de 1994

21
'. 

El Decreto Supremo 133-91-EF (y su modificatoria, 
Decreto Supremo 051-92-EF) sigue estando en vigen­
cia y sólo es de aplicación para los procedimientos 
antidumping seguidos contra importaciones prove­
nientes de países no miembros de la OMC. Esta norma 
fue dada antes de la suscripción de los Acuerdos de 
1994, razón por la cual no puede ser aplicada a los 
integrantes de la OMC. 

Si bien en materia antitrustexiste una norma con rango 
de ley (el Decreto Legislativo 701 ), en materia de 
dumping la normativa nacional no tiene esa jerarquía, 
salvo que se considere la Resolución Legislativa 26362 
por la que se incorporaron a la legislación nacional los 
Acuerdos de la OMC, ya que el Decreto Legislativo 668 
sólo contiene un artículo (el 15) que prohibe el dum­
ping Los Decretos Supremos que regulen la materia 
dumping deberían ser normas con rango de ley, así 
corno ocurre con las normas antitrust nacionales. 

Además de lo antes indicado, debe subrayarse que la 
regulación antidumping nacional no ha dispuesto (de 
manera expresa) que ella no sea de a pi icación para las 
importaciones provenientes de países miembros de la 

L1s leyes, regldrlll'llios y procedimientos en materia de dumping antl's de la dación del Decreto Supremo 043-'!7-EF (por ejemplo el Decreto 
Supremo 13\-'ll-EFJ no eran compatibles con los acuerdos multilaterales CATT dictados en 1994 luego de la Ronda de Urugu,ly. 
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(los cuales incluso son miembros de la 
OMC). En virtud de la supranacionalidad (primacía 
y eíecto directo de aplicación) la Decisión 456 es la 
única norma a pi icable para los casos de exportacio­
nes en condiciones dumping entre los miembros 
andinos. lH 

B. REGUlACIÓN NACIONAl DE lAS RESTRICCIO­
NES A lA liBRE COMPETENCIA 

En el ámbito nacional las normas que regulan las 
restricciones a la libre competencia se pueden dividir 

en un nivel constitucional y legislativo. En el primer 
caso tenemos el artículo 61 concordante con el 65 de 

la Constitución Política del Perú de 1993; en el 
segundo contamos con el Decreto Legislativo 701 y 
sus modificatorias (Decreto Ley 25868, Decreto Ley 
26004, Decreto Legislativo 788 y Decreto legislativo 
807). 

Los artículos 61 y 65 de la Constitución buscan 

proteger a los consumidores y asegurar que al interior 
del mercado peruano no se den situaciones de abuso 
de posiciones de dominio ni se limite la libre compe­
tencia. 

El Decreto Legislativo 701 y sus modificatorias regu­
lan el procedimiento antitrusten el ámbito nacional, 
prohibiendo y sancionado los actos que restrinjan la 
1 ibre competencia tanto en materia de comercio de 
bienes como de servicios. La norma no lo señala de 
manera expresa, pero implícitamente hace referencia 

a prácticas llevadas a cabo en el ámbito nacional o 
provincial. 

El Decreto Legislativo 701 combate de manera expre­

Sd los actos de abuso de una posición de dominio, los 
acuerdos o concertaciones restrictivos de la compe­
tencia, y de manera general se combaten todos aque­

llos actos o conductas que limiten, restrinjan o 
distorsionen la competencia (como lo dispone el 
artículo 3). A pesar de la amplitud de supuestos (si se 
tiene en cuenta la disposición de casos de efecto 

equivalente del inciso J del artículo 6), la norma 
nacional antitrust no combate las concentraciones o 
fusiones que restrinjan, limiten o distorsionen la libre 

. 2<J w 
competencia. 

Debemos resaltar que el Decreto Legislativo 701 no 
establece un criterio para diferenciar entre la aplica­
ción de la normativa nacional o la comunitaria; tampo­
co establece el caso de concurrencia de los dos tipos de 

normas si es que esta situación se presentara (lo que 
podría darse si se tiene en cuenta la coexistencia de los 
ordenamientos jurídicos nacional y comunitario). 

C. ENTE NACIONAl COMPETENTE 

Los procedimientos nacionales antidumpingy antitrust 
tienen dos etapas, la administrativa y la judicial, la 

primera de ellas está a cargo dellndecopi y la segunda 
a cargo del Poder judicial. 

Ellndecopi cuenta con dos instancias administrativas, 
la primera a cargo de la Comisión de Fiscalización de 
Dumping y Subsidios (en adelante CFDS) para los 
casos de dumping y la Comisión de Libre Competencia 
(en adelante CLC) para los casos antitrust. La segunda 
instancia, para ambos casos, está a cargo del Tribunal 

de Defensa de la Competencia y de la Propiedad 
Intelectual- Sala de Defensa de la Competencia. 

La CFDS es la encargada de iniciar las investigaciones 

contra prácticas dumping (sea por denuncia de parte 
o de oficio cuando medie interés nacional), determi­
nar la existencia de esta práctica, y a su vez es la 
encargada de resolver la imposición o no de derechos 
antidumping(provisionales o definitivos). La CFDS es 

un órgano colegiado compuesto de seis miembros, 
goza de autonomía técnica y funcional, y cuenta con 
una Secretaría Técnica (conforme lo dispone el artícu­
lo 19 del Decreto Ley 25868, modiíic~do por el 
Decreto Ley 26116 y los Decretos Legislativos 788 y 

807) para realizar sus labores. 

En materia de restricciones a la libre competencia, la 

CLC es la encargada de iniciar las investigaciones y 
determinar la infracción de conformidad con lo dis­
puesto por el Decreto Legislativo 701 y sus modifica­
torias. La CLC cuenta, al igual que la CFDS, con seis 
miembros y una Secretaría Técnica, pudiendo actuar 

tanto por denuncia de parte como de oficio. 

La Sala de Defensa de la Competencia del Tribunal es 

el órgano encargado de resolver el recurso de apela-

Los cuo~les ~hora sólo son cuatro, aparte del PcrCr (Bolivia, Colombia, Ecuador y Venezuel,l), pPro cuyo nCrrnero podrí,l ~mpliarse si SP tren e 
'" t·n t uenlaque en 1 'J'J'J SP est,1 voceando el ingreso de l'analllá a la CAN. 

T,J[ precisrón norrnativJ dcbcrí,1 de hacerse respecto del supuesto ele importaciones entre rniernhros de la CAN (con o sin el pago de 
,lf.lllcl'lcsl. 

.. , De manera t.1xativa o expresa el Decreto Legislativo 701 110 ha sancionado ni prohibido la pr,1ctica del subsidio cruzauottk• productos, 
servicios o merccdos) pero se puede interpretar que dicha práctica est~ría prohibida en virtud del inciso j del artículo h. 

L1 norm,1 no uispone, de mcnera expresa, casos excepcionales que pudiesen ser permitidos" pesar ue ser acuerdos o nmn•rt,1ciuncs. por 
Pjl'lllplo alianzas empresariales en materia de investigación y desarrollo tecnológico que reuunucn en provecho ue los COilSUilliclores. 
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ción y de expedir la última y máxima resolución en la 
vía administrativa. Para recurrir a la etapa judicial vía 

el proceso de impugnación de resolución administra­
tiva, es necesario haber agotado la vía administrativa. 

La etapa judicial se desarrolla en dos instancias: la 
Sala Civil, y la Sala Constitucional y Social de la Corte 

Suprema de la República. Se recurre a esta etapa vía 
la acción contencioso administrativa de impugnación 
de la resolución expedida por la Sala de Defensa de la 
Competencia dellndecopi. La acción se tramita como 

proceso abreviado conforme lo disponen los artículos 
540 y siguientes del Código Procesal Civil, siendo la 

primera instancia la Sala Civil y la segunda instancia 
la Sala Constitucional y Social (luego de interponer el 
recurso de apelación). 

En el proceso judicial se busca la declaración de 
invalidez o ineficacia de la resolución administrativa 
expedida, para lo cual se revisa que se haya cumplido 

con lo dispuesto por la ley de la materia (aplicación 
correcta y debida de las normas de derecho material). 
También se revisa si se han respetado las garantías y 

formalidades del procedimiento administrativo (que 

no se hayan cometido errores de forma ni violaciones 
del derecho del administrado). 

D. FINALIDADES DE LAS NORMAS NACIONALES 

Las normativas antes indicadas tienen un alcance 

nacional y buscan proteger la competitividad al inte­

rior del mercado peruano, tanto entre los productores 
nacionales (pr;1cticas restrictivas de la libre compe­
tencia) como entre ellos y los productores extranjeros 
(pr.lcticas de dumpín¡;). 

Estas normds buscan proteger a los consumidores o 
demandantes de los actos de los productores ofertantes 
(por ejemplo, protección contra precios predatorios). 
De manera indirecta, ellas buscan garantizar que cada 
empresa ofertante (productor nacional, importador o 
exportador) pueda competir en el mercado peruano. 
En el caso particular de las normas antídumpíngellas 
principalmente buscan proteger la industria nacional. 

Las normas peruanas, antitrust y antidumping, tienen 
un .lmbito n,Kional de aplicación y comprenden las 
pr,~ctic,1s que se lleven a cabo en todo o parte del 

territorio peruano (por ejemplo prácticas restrictivas 
que se lleven a cabo en la zona de selva del Perú, que 
sólo se lleven a cabo en Lima, o importaciones que 
tengan como destino final el Perú). Al ser el Perú parte 

integrante de la CAN, es importante establecer cuan­
do es aplicable la norma nacional y cuando lo es la 
norma comunitaria, a fin de evitar conflictos de apli­
cación. 

En materia antitrust, las normas nacionales serán de 

aplicación cuando la restricción a la libre competen­
cia sólo tenga efectos sobre el mercado peruano o una 
parte del mismo, sin que exista la amenaza o potencia­

lidad de que este efecto pueda extenderse al resto del 
mercado ampliado andino. Los miembros del CAN 

continúan teniendo soberanía y en virtud de ellél sus 
leyes nacionales surten efectos y se basan en sus 
intereses particulares.

31 

Determinar el alcance de la práctica restrictiva de la 

libre competencia o de la práctica dumping (efecto 
comunitario o nacional) no es fácil, si se tiene en 
cuenta que un caso de amenaza de daño a nivel 

comunitario puede ampliar los efectos de la práctica 

y por que no sólo existe un interés nacional. 

Un ejemplo de lo señéllado es el caso de una práctica 
llevada a cabo primero en un solo país, y sancionada 
béljo su ley nacional; luego la misma práctica (con el 
mismo sujeto élctivo) se extiende al resto del mercado 

ampliado, por lo que interviene el órgano comunita­

rio. El caso descrito sería el de una concurrencia de 

normas nacionales y comunitarias.
32 

9. COMPARACIÓN DEL MODELO ANDINO Y 
El PERUANO: PARALELISMO O CONTRADIC­
CIÓN 

Los modelos andino y peruano de regulación antitrust 
y antidumping representan una coexistencia de or­
denamientos jurídicos. Las diferencias son relativas 

a los ámbitos de aplicación y competencia de cada 
normativa. 

En materia antidumpingla propia Decisión 283 señala 
taxativamente sus supuestos; pero paradójicamente 
es la norma comunitaria !él que dispone la facultad de 

optar por la norma comunitaria para los casos en que 

~n ur1 prm l''o de integración las normas nacionales deberían guardar cierta armonía y homogeneidad; pero ello no impide que cada Estado 
rniernhro fJlll'da optar por tener una lt•gislación distinta en materia antitrust o no tenerla (Pert:r, por ejemplo, ha optado por no prohibir ni 
1 irnit.1r las tus iones de empresas como pr,1ctica antitrust); lo recomendable es que las regulaciones comunitarias y nacionales antitruslexist,Jn 
y se tl'ng,Jrl puntos o principios comunes (condenen el mismo tipo de prácticas aunque el procedimiento sea distinto). 
Al rl•,pec to Lurs Cases Paliares en su libro "Derecho administrativo de b defensa de la competencia", en las páginas 62 a 71 nos explica 
cltenúrncno de id coexic,tencid de las normas nacionales y comunitarias (vía las teorías de la barrera única, doble barrera, interpretilci(}n 
del r rihun,JI de Justicia dé• las Comunidades y la coexistencia de una dualid,1d de sanciones). 
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es de aplicación la norma nacional, con ello se crea 
una dualidad de normativas.

13 

Las normas nacional y comunitaria en materia antidumping 
tampoco han previsto los casos en que se inicie un 
procedimiento nacional por exportaciones provenientes 

de terceros países (por ejemplo, exportaciones de Brasil 
hacia Perú), y luego de culminado el procedimiento 
administrativo peruano se inicie un procedimiento comu­
nitario por considerar que las exportaciones brasileñas 
tienen un efecto sobre el mercado ampliado. 

La coexistencia de entes adquiere mayor interés, si es 
que en un caso hipotético las resoluciones administra­
tivas dictadas (nacional y comunitaria) difieren en su 

parte resolutoria: una considera que existe dumping y 
la otra no lo ha determinado; en estos casos cabe 
preguntarse qué resolución debe primaren caso de ser 
contradictorias. 

El modelo de integración andino no ha optado por la 
eliminación de los derechos antidumping para las 

importaciones entre miembros (independientemente 
de que exista o no arancel o una unión aduanera). El 
dumping intra comunitario representa una restricción 

ala libre circulación de bienes al interior del mercado 

ampliado y el incumplimiento del principio de trato 
nacional al interior del proceso de integración. 

En materia de restricciones a la libre competencia, la 
distinción entre los ámbitos de aplicación de la Deci­

sión 285 y del Decreto Legislativo 701 es clara, ya que 

el artículo 2 de la Decisión señala que ella no es de 
aplicdción para los casos en que la restricción a la 

libre competencia tenga efectos en un solo país. La 
legislación nacional sería de aplicación cuando el 
efecto de la restricción se limite a un solo país o parte 
del territorio de ese país. 

A pesar de lo indicado en el párrafo anterior subsiste 
un problema, el caso de las amenazas de perjuicio. 
Una pr:Ktica restrictiva de la libre competencia puede 
iniciarse en un solo país, pero en el corto o mediano 

plazo la práctica puede extenderse a toda o parte de 

la subregión; surge entonces la pregunta de qué hacer 
en esos casos. Un órgano nacional como el lndecopi 
(o el Osiptel en materia de telecomunicaciones) pue­
de iniciar una investigación y en el curso de la misma 

detectar las futuras implicancias supranacionales de 
la pr,1ctica que se ha iniciado en Perú y que amenaza 

extenderse al mercado ampliado andino. 

"Artículo 2.-

Ni en la norma comunitaria ni en la nacional se ha 
este blecido la obligación o prerrogativa del órgano 

nacional de un país miembro de suspender o archivar 
el proceso administrativo nacional y notificar a la 
Secretaría General para que inicie investigaciones por 
una práctica antitrustcomunitaria, o en todo caso sea 

ella la que diga que la práctica no tiene efectos 
comunitarios. 

La coexistencia de ordenamientos jurídicos naciona­
les y comunitarios supone que se pueda presentar el 
siguiente caso: 

Una práctica restrictiva de la libre competencia es 

primero investigada y sancionada por un órgano nacio­
nal competente (ellndecopi). Luego de haber culmina­
do el proceso nacional, a nivel comunitario se inicia un 

nuevo procedimiento por infracción de la norma antitrust 
comunitaria; en éste caso surge la duda de si cabe una 
doble sanción o si sólo debe optarse por una (en el 
segundo caso podría interponerse la excepción de 

procedimiento administrativo previo). La respuesta a 
éste problema debería de estar dada por la regulación 
comunitaria, o en todo caso por una sentencia del 
Tribunal Comunitario que interprete la norma. 

Para final izar con este punto debemos resaltar dos 
problemas que hemos detectado tanto en materia de 

dumping como antitrust. El primero es que los supuestos 
de los artículos 2 de las Decisiones 456 y 285, represen­
tan casos en los cuales convergen ambas normas. 

El segundo problema es que ni las regulaciones nacio­

nales ni las comunitarias han previsto cuál va a ser la 
regulación que regirá entre los miembros del CAN 
cuando se haya alcanzado la fase del mercado común 

andino. Al constituirse un mercado común en la CAN, 
no cabe la figura del dumping intra comunitario ya que 
entre los miembros hay un intercambio comercial, pero 
no vía importaciones - exportaciones sino vía venta 
interna (como ocurre hoy en la Unión Europea). 

10. PROPUESTA NORMATIVA PARA LA CO­
MUNIDAD ANDINA Y SUS MIEMBROS. 

A. EliMINACIÓN DE NORMAS ANTIDUMPING Y 
SUSTITUCIÓN POR NORMAS ANTITRUST 

Luego de haber analizado distintos modelos de inte­
gración, nosotros proponemos los siguientes cambios 
para el ordenamiento comunitario de la CAN: 

.. Jn los demirs e asos, podrán ser de aplicación las disposiciones reglamentarias nacionales de cada país rniemhro ... " 
Extr.Jc to del artículo 2 ele la Decisión 21l3. Op < it. 
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1. La eliminación de las normas antidumping al inte­
rior de la Comunidad Andina (comercio intrazona). 

2. La adopción de normas antitrust comunitarias 

para el comercio entre países miembros de la 
Comunidad (importaciones o ventas internas, en 
el comercio intra zona) tomando en cuenta lo 
indicado en los puntos 2.4.3 y 2.4.4. 

3. La adopción de una normativa antidumping co­
munitaria frente a las importaciones de terceros 
países (comercio extra zona). 

4. El mantenimiento de las legislaciones nacionales 

en materia de restricciones a la 1 ibre competencia, 
únicamente para los casos en que no tengan 
efectos comunitarios (comercio intra país). 

5. No propongo que se mantengan las normas nacio­
nales antidumpinJiya que ellas serían reemplaza­
das por la norma comunitaria, incluso para impor­
taciones que tuviesen como destino un solo país 
miembro. 

Como ya había señalado al analizar los fines de ambos 

tipos de normas, en los procesos de integración se 
debería optar por la eliminación del dumpinJiya que 
al interior del mercado ampliado debe materializ,me 
una libre circulación de bienes. El mantenimiento de 
las actuales normas afecta no sólo la libre circulación 

sino también el principio de trato nacional, el cual 

debe regir las relaciones comerciales al interior de un 

mercado ampliado. 

Los miembros de la CAN han decido proteger su 

industria nacional, en lugar de que todos opten por 
proteger las industrias comunitarias respecto de im­
portaciones de terceros países. 

La razón para una "protección" respecto de exporta­
ciones provenientes de terceros países, se debe a que 

estos países tienen condiciones macroeconómicas 
distintas de los miembros de la Comunidad, e incluso 

políticas comerciales y de competencia distintas. En 

Corea del Sur, Indonesia, Malasia, Bangladesh y Chi­
na existen condiciones que favorecen la realización 
del dumping, ya que esos Estados no cuentan con 

normas antitrust (o si las hay son deficientes) por lo 
que no se posibilita un libre ingreso de terceros 
exportadores, dándose situaciones de abuso de posi­
ción de dominio. 

Dada la diferencia de objetivos y supuestos, algunos 
autores consideraban que las normas antitrust no 
podían reemplazar a las normas antidumping, ya que 
las primeras, en el caso particular del precio predatorio, 
toman en cuenta la intención de reducir o eliminar al 
competidor, intención que no necesariamente está 
presente en las prácticas desleales del comercio inter­
nacional. 

Las normas antidumping no toman en cuenta, a dife­
rencia de las normas sobre restricciones a la libre 
competencia, el hecho de si el exportador detenta o 
no una posición de dominio (en el exterior o en el 
mercado importador). No obstante las diferencias, 
ambas normas tienen en común la exigencia de una 

relación de causalidad, acción del agente y daño (o 
amenaza de daño) a los competidores. 

En un proceso de integración los fines de protección 
de la industria nacional perseguidos por las normas 
antidumping deben ser cambiados por una protec­

ción de las industrias comunitarias, con relación,¡ las 
importaciones de la extra zona (provenientes de terce­
ros países no miembros, quienes tienen realidades 
macroeconómicas distintas a la de los miembros). La 

adopción de normas comunitarias, contra prácticas 
como el dumping, otorgaría también una perfecta 

o ~ 14 
proteccton . 

La salvaguardia otorgada por las normas antimonopo­
lio (comunitarias en el caso de los procesos de integra­
ción) beneficia no sólo a los consumidores sino tam­
bién a los competidores (ofertantes o productores) 
ante situaciones de daño o amenaza inminente de 
daño. Dicha tutela es similar a la proporcionada por 
las normas antidumping, con la diferencia de que las 

normas antitrustbuscan la eficiencia y competitividad, 
mientras las segundas pueden ocultar sobre-protec-

. . y:¡ 
CIOntsmos. 

En vista de la amplia protección de las normas antitrust, 
planteo que al interior de la CAN las normas 

Dentro de un proceso de integración se dehcn reducir o Pliminar las restricciones a la libre circulación de bienes, por lo que se deben el irninar 
los dr•rechos antidumping respecto de las importaciones sin arancel que se den entre los rniernhros. 
Una protección de l,1s industrias comunitarias por rnedio de norn\JS supranacionales contra dumping c•xlra zona es tarnhi(•r¡ hucna pdrd lds 
induslrras ruc ionair's, y,¡ quP al protegerse al mercado ampliado indirectamente se protege al mercado nacional. 
L.1 proll•cciún directa de las industrias nacionales se puede dar al mantener legislaciones nacionales en rnaleria de dumping sólo respec lo 
de importaciones de terceros países que tengan (rnicarnenle eiectos nacionales y no comunitarios. 
La tcoríd de los dc•ctos de las pr(JCticas anticornpelilivas explica cómo las norrnas antitrust pueden ser a pi icadas ante situaciones de anwn.1za 
de ddf1o irm1ineniP, sin e<,perar que el dar1o a los competid,1res se produzca. 

THEMIS42 
97 



Abdías T. Soto111ayor Vérti! _ 

antidumpingnacion<Jies sean sustituidas por una nor­

mativa comunitaria sobre restricciones a la libre com­

petencia; ildemás, planteamos la eliminilción de la 
Decisión 456. La adopción de nuestra propuesta 
tutel,1rí,1 el comercio al interior del mercado amplia­

do, el sistema económico, a los consumidores comu­
nitdrios y también a los productores. 

L,ls normas antitrustcomunitarias modificadas conde­

narían los siguientes actos: 

l. Abusos de posición de dominio. 

2. Discriminación de precios. 
1. Subsidios Cruzados. 

4. Prohibiciones de acuerdos restrictivos (concerta­

ciorwsJ. 
S. Control de fusiones, asociaciones y acuerdos si­

milares. 

Los casos de abuso de posición de dominio, prohibicio­

nes de ,Kuerdos restrictivos y control de fusiones son 
típicos ejemplos de prácticas restrictivas, incluso los 
dos primeros h;m sido tomados en cuenta por la 
!)ce isiém 285 (,ntícu los 4 y 5). El caso de las fusiones no 
h,1 sido tom,1do en cuenta por la Comunidad Andina y 
debería Sf'r considerado en una futura reforma

3
(;. 

Un,1 norma supr<1nacional que regule el supuesto de 
cli~f riminaciones de precios (similar a la Ley Robinson 
de la legisldción nortedmericana) buscaría proteger el 

comercio ;1l interior de Id zoni1 o mercado ampliado. 
Este tipo de regulación opta por un análisis precios de 
venta en función del costo variable promedio y costo 

toL1I promedio. Tomar en cuenta los elementos del 

precio de cada bien o servicio es mucho más objetivo 
ya que no toma en cuenta el elemento subjetivo de la 

intención depredación. 

Los supuestos de discriminaciones de precio se justi­

fican para los casos en que el agente activo aprovecha 
su posición respecto de los distintos dientes con los 
que se relaciona, a algunos les vende en ciertas 
condiciones, generando ganancias, y ,1 otros les vende 
a pérdida (o incluso generando ganancias en ambos 
grupos, pero diferenciando el precio). La excepción 
para no sancionar esta práctica sería si la empresa no 
cuenta con una posición de dominio en un mercado 
(nacional, nacionales o ampliado). '

7 

Como parte de la sustitución, la normativa antirnono­
polio de la CAN incluiría los casos de discriminacio­
nes internacionales de precios efectuadas por empre­
sas y que afecten el comercio entre miembros, cuando 
el precio final no cubra los costos totales promedio y 
exista una posición de dominio en todo o parte del 

mercado ampliado, o en algún mercado del exte-
. ll1 

nor. 

Ante los problemas señalados en los párr 0fos anterio­

res, una opción es retomar la posición objetiva de las 
normas antidumping que toman en cuenta el análisis 

de los precios; pero permitiéndole a la empresa inves­
tigada demostrar que no detenta un,l posición de 

J •• ( ' . J ) \'i .)() Clomrnto en este caso ya no serra sancronaoa . 
Esta posición no impide que se dicten medidas 
cautelares antes de final izar con Id investigación, 

siempre que existan indicios razonables de un abuso 
de la posición en el mercado. 

lln.l (uc,í(>n en lírWd'> gencrall'S es un acuerdo tel acuerdo de las juntas de socios ele l,1s empresa'., por rnedio ci<'l cual clr'cidenlusional'cl. 
Sr,,, comi><~IPnlos ar !lerdo-, rc''>lrictivos deben cnmbatrrse umhién las íusioncs, ya yuc ele lo contrario los .1gcntcs optarían por ll'g,llizar sus 
o~< "''rdoc, rcc,tril tivus vi.1 la saliu.1 de la íusi(m. 
1 Ji ro prollr> qur' delw ser ton1auo erl CllerliJ I'S quP las íusiorws pueden d,Hillg;rr a un.1 posic'rl'm ele dominio, l.1 1 ualluego <,c'rÍd m:1s diÍíl il 
de< or1tml,1r b,1¡o 1," rc'glas del abuso. 
Sr l.rs c'rn¡Jrc'sds productor.:ts de caíé en l,1 subrcgión ,1nclina de e iclen íusionarsc, ello lec, permitirá c,cr rn.ís competitrvas h<~ci,l t'l rnc'r-c<~do 
l'>.ic'rior <·n doncl<' < omprten con tc·rceros paísec,; pero en loc, lugari'S de irnportaci(m ¡Jodrían ser ,H_us,1cl.:ts el<' h<~cer dtllnpin,~. ya que en c,us 
rJH'r< <1dm n.1r I<Hldll's lo subrcgion,1lcsi cuent.m cc>rl posiciones ele dominio que les permiten exporUr a prt't íos di<,tíntrJs del v.1lor norn1al 
Ir orno un,l de 1,1<, explic.Hinrwsl. 
l ,rs r1<1rm,1s .11111dumping sc1ncionan todo trpo eJe discriminación intc'rndcional eJe precios, hechas por ernprcsas que urcnter1 o no con unc1 
po<,rc ir'm ck dllminro. 
l!r-terrnrrrdr ic1 posrc 1r'1n de dornrnio no es íácil cuanuo se aplican las normas nacionales antitrust, muclro m.i-, difícil I'S dcterrnin,lrld en un 
rnc'r< ,1do ,¡rnplraclo o en parte' de él. la empres,1 que rcaliz,1 la discriminación eJe precios en Pi comercio entre miembros ¡.nrede bc1sarc,e en 
und pthll ic'Jn ele dominio orrginada en un rncrcacJo ubicado en el exterior cJel merc,1clo c1mpliacJo o contar con dicha posi< rón respecto de 
<!Ir o proclu< lo le orno PI e dSo dc'l subsiclio cruzacJo ele produ1 tm o del tipo mr\loi. 
( >trd r,¡zr'Jn puede· "'r la clt< querer aumentar su porcentJjc en t<l mercado '>in lleg,lr d la posici(HI dt< dornrnio. 
1 Jn r ,ho donde poclrí,l ,lplrcarse la cliscriminación de precios es para los bienes de COI1SUI110 suntuario, por ejemplo ,wtos de lujo. ~n un 
mt'r< ,1clo ele ,1utom(>viles compiten diversas marcas; pero el rubro ,1u1ns de lujo e,; un mercado relevante distinto en dondP h,1y pocas n1arc.1S; 
por lo que una rnarca como Mercedes llenz (vía sus representantes na e ionales en los .5 países eJe la CA Ni ckcidc wnder por dcb,IJo ele su 
<<!<,lo pronwdio total no e uhricndo parte de lo< costos variables o los costos íijos promedio. de es,1 íorma logra elirnin,H ,¡sus colllpetidor<'' 
rlrrt't ir>< Volvo y ll,'v\W. 

l'ltlll'r< <1do cil· ,Hrlrh de lujo es rnuy reducido cr1 comparación con el mercado total de autornóvilr•s, uno es un merc.1do rnuy gl'll<'ral y r·l 
otro es 11110 p.IIIÍilri<H. 
h diíir rl dcíinir la posici(m ele dominio, por lo que en el caso ele las discrirninaciorws intcrn,1cirmalr" de pll'Cios partirnos cl1' l,1 hase de que 
die h.1 pr:H trca <'S e oncknahlt' siempre que no SP demue5tre que la empresa oh¡ctn de la inV<'Siig,Hión tcníd 1111,1 prNciórl de dominio. 
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Si una empresa vende a pérdida (luego de que la 
,¡utoridad administrativa comunitaria o nacional ha 

investigado los costos variables y fijos de la empresa), 
ello representa una situación de ineficiencia, ya que 

ocurriría .1lguna de las siguientes consecuencias: 

l. L1 empresa realiza dicha práctica porque cuenta 

con una posición de dominio que le permite 
re,lliz,¡rla (precio precL1torio, discriminación de 
precios o subsidio cruzado). 

2. En el corto o mediano plazo la empres,1 va a 

quebrdr ya que no podr,í cubrir l<1s pérdid<1s 

acumulad,1s (si es que l;¡ empresa continCJa con 

result;~dos negativos al no cubrir los costos fijos). 

Las discriminaciones de precios o ventas por debajo 

del costo incluso deberán condenar l<1s ventas por 
deb,1jo del costo total promedio y no sólo l<1s ventas 

por deb,lJO del costo vari,1ble promedio. Lo señalado 

supone vari<1r el concepto tr;1dicional de venta por 

debajo del costo de l,1s norm,¡s antimonopolio, adop­

tdndo un criterio más amplio como los tomados en 

cucnt<~ por l,1s normas antidumping 

T,1mbién debe cont,Jrse con una regui,Kión ,1/l!lit!f~t 

que prohibd los ~ubsidios cruz,1dos, ya qu, ,.,. -,tos 

CdSOS Sl' IH'Cl'sit<~ un an,íl isis o invcstig,¡ci(m t'S¡ )(·r·i,l! 

(teniendo en cuenta que en esta pr;íctica no necF'Jri.l­

nwntc SC' busca pred,¡rl. Puede que nunc,1 se produ1c<~ 

un <~Iza de precios fl&d cubrir lc~s pérdid,1s debido a L1 

propi<~ naturalez,¡ del subsidio cruzddo, las dparentes 

pérdid,1s siempre son compensacL1s ¡Jor rnaymPs g,¡­

n,mcids de otros rnerc<~dos o ventas de otros l1icnes o 

servicios (el subsidio cruz,¡do puede ser de tre~ tipos: 

ele nwrc.Jdos, de productos y rn ixtos)
11

• 

Si bien ¡,~ pr,'íctica del subsidio cruzado podrí,1 

comh,1tirse con un,¡ cláusula general en la legisi,JCión 
,¡ntitrust, los Tr,ltados de Chile, CmacJ;¡ y el NAFTA 

(como ejemplo) h,m opt<~do por una c:ondcn<~ expresa 

,¡ É''>tl' tipo de pr,íctic<~ restrictiva; elio demuestra que 

no h,Jst<~ una cl:1usul,1 general, ya que las investigdcio­
IWS y determin,Kión del subsidio cruz,1do tienl'n sus 
p,1rticu l,uid,Hks. 

Todos los casus ,mtec, indicados ponen en evidencid 

que el comercio ,~¡ interior del mercado drnpli,Hio 

delw ser tutf'iddo por normas de c:ompetencid lque 
incluyan normds sobre discrimin,JCiones de precios, 

subsidios cruzados y fusiones, y de efertos equivalen­
tesl para prár·ticas con PÍectu c:omunit,u iu. Propongo 

una reforma de la Decisión 285 y Id elimin,H i(m de los 

supuestos de dumping intra comunitario de !,1 Deci­

sión 283 (hoy supuestos A y B dPI artículo 2 de id 

Decisión 456l. 

Otro carnbio de la Decisión 213S es la c1doprirm dP 
s<~nciones que ser,ín impuest,¡s ,¡ las empres,¡s que 

redlicen pr:Kticls rPstrictivas de !.1 lihrP competencid. 
Ld dctudl norm,1 comunit1ri,1 no e~t,1hlece un,¡ sdn­

ción par¿¡ !,1 empresd o empre,,1s. No hastd ce Jfl que 1.1 

norma prohiba v controle dichos ;¡ctm, dcit'm;ís Sl' 

debe dictar un cu,¡dro de sancionP<; gradu.1les quP 

v<~y,m en relación con !.1 gr;¡vedad df' !,1 Ldt,l. 

La existencia de sanciones sirvP de lnr'rdnismo d1· 
c:oerci(m o amenaza para qu<> no se den dich,1s 
pr,íctic,¡s y t,JmhiPn sirve de c1stigo ,¡ !,1 C'mpres,¡ qtw 
ha conwtido !,1 inír;;cción lindepPndiPntr·nwntP de 
que luego l,1 pr,\ctica deje de reclli7.nsr·). 

Los tipo<. de s,lllcionf'S que sr• puPdPn r'<;\,ÜJI• ., <'r 'l'fl. 

los sigu ientl"< 

1. Sanción del tipo Multas dinerarias. 

L,1s cudles df'fwrían clt·· tl'ncr un.1 ltHJIH'dd <<Hnt'm 

de rderenci,1, v.1 que Pll !,1 (;\N 1 r ;c;c í no' m i<·ml Jru' 

tienen monPd,1s distlllt.ls; por lo qur' fHOflOilC'IllO'' 
que lds multds diner,nias c;e,¡n fij,1d,1s c11 Lllld divíc,,J 

como el dól,1r norteamHic,mo n 011 1 u: e;, 

2. Sanción del tipo Obligaciont's de Hacer o No Hacer. 

Como por ejemplo cierre de locales, pl,mt.1s o 

establecimientos de l<1s PlllfXI'Sds, comisos dt' 
bienes que son conwrci;d iz,1dos 1'11 ronrlicioiii'S 

antic:ompetitivas, diviciotW'-' de r·mpre-;,1~, ltl'-ion.l 
d(ts, etc._._> 

La norma CCH11tii1ÍLlri<l ddw c,cri.JI,lr los e ¡·itPrios cl1' 
gravecLHi de lds infr,Jcc ion<'S ;¡ fin de' l'St.lhlcu'l tllld 

gradualidad en las sanciones; pm PJr'mplo, Sf' pu1'rle1J 
utiliz;1r los supuestm ser'uL1dns Pll el :ntír u lo 7) d,,¡ 

DPcreto LPgislativo 701: modalidad v ,¡lcdiHI' de !.1 
pr;íctica, dimensión delnwrc ado, p;nticip,¡cir'm en,,¡ 

mercado de la emprPsa, efectos, dtJr,H ión, winc idl'n 
cia, actuación por nwdio de' empres.1s vincui,Hi.Js o 

subordinad;1s. etc. 

L11 l'l subsidio nuzaclocx1slr'll dos blt·m·, lproduc tos o sl'rvicit>5i,l·l suhsidiarllc !qtiP se• e Ul~l"IC!,lliza 1 011 nl,lyorr·s gdllJil< l,hl v t'l sul"id1.HI" 
lt¡tll' ,,. e ontt•n 1,l11za co11 p('rclid,bJ. 

1111 ithO dt•lwrid de· l)('il,d!S(' 1'11 I,Jl'1.Jhor,1CIÜfl ck ¡·c¡.:ui.Kitllll'S 11.1< ionalcs ('11 ITldil'fl,] flC'Il.ll que s,II1CILHlt'll l,¡s (Oildill LlS dolos,",¡,. 1.1' 
t'lltflii'S,I'. Los MIL'Illhros cll' Id CAN dclwrí,lllir•llel lr•ycs pe rules '''nwjantcs ,JI ,Jrtículo 2l2 dC"I ((¡dt<~o l'l'n,JI clr•l 1 'c1 .. ·,y ,,.¡,,¡ll ,;r' •Hl\"1111 '' 
"lr.ll,lllos de l'';lt.Hilt 1(\ll por ril'lttos penales co111rael orden l'tonómico por conductrh r>Y>IlOfH>iíslll.l·, 
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Además de las modificaciones que incluyen sancio­
nes, proponemos una modificación a la Decisión 285 

en cuilnto a la legitimidJd activa y su ejercicio. El 
procedimiento Jdministrativo comunitario no sólo 
debe iniciarse por medio de las denuncias de particu­

lares o de los orgJnismos de enlace de los países 
miembros y las investigaciones de oficio de la propia 
Secretaría; deben adem,ís permitirse otros medios 
como los que il continuJción planteo: 

l. El concepto de organismos de enlace debe ser 

<~m pi iado para permití r que organismos autóno­

mos como ellndecopi (que es distinto del Minis­
terio de Industrie!) puedan estar legitimados para 
recibir y remitir las denuncias al ente comunitario. 

2.. Se debe permitir que las propias empresas (que 
aparentemente realizan actos restrictivos) puedan 
comunicar sus actos a la Secretaría General y 
solicitar una autorización. En la Unión Europea 
cstd opción es llamada notificación, la cual es 

Í,Hultdtiva y no obligatoria. 

Las solicitudes de autorización o notificaciones per­
miten que lds empresas sean dutorizadas y sus actos 
no sec~n conden,1dos. Aunque los actos sean anticom­
petitivos no serán sancionados por el período com­
prendido entre la realización de la prácticJ y la 

expedición de la resolución que deniegue la notifica­
ción o autorización.¡'. Se permite que el ente comuni­

t,lrio puedd contar con mayor información ya que es 
Id propia empresd infractora la que está acudiendo 
ante el ente especializado. 

3. L,1 normativa sobre restricciones a la libre compe­
tencid de la CAN debe otorgar legitimidc~d activa a 
lc1s dsocidcioncs de consumido res. La recolección 
de pruebas y preparación de lds denuncias son 
costos,1s y laboriosas; es por ello que una asocia­
ción de consumidores (nacionales, departamenta­
IPs o comunitarios) cuenta con mayor capacidad 
qlJ(-~ un solo consumidor que actúe por separado. 

Otro de los cambios propuestos es que en los procesos 
c1ntirnonopolio comunitarios se dicten medidas 
c1utelares luego ele haberse formulado la denuncia. La 
iindlidad es no tornar en irreparables los dar1os que se 
ec1us,m ,1 los competidores; ya que las investigaciones 

por dctos de abuso de posición de dominio son largas, 
a diíerpncia de los procesos antidumpingen los que se 

pueden dictar derechos o medidas provisionales. 

Las medidas cautelares que planteamos cumplirían 
una función semejante a la de los derechos 

antidumping provisionales que se ordenan durante el 
desarrollo de una investigación (al respecto debe 
consultarse la teoría de los efectos de las prácticas 
restrictivJs de la libre competencia). Paril poner limi­
tes a las medidas cautelares, podría sancionarse a 
quien la solicitó, u obligarlo al requisito de una 

contracautela. 

B. DIFERENCIA ENTRE LOS SUPUESTOS DE LAS NOR­
MAS COMUNITARIAS Y LAS NORMAS NACIONALES 

Las normas comunitarias y nacionales, tanto en mate­

ria de dumping como de restricciones a la libre 
competencia, deben tener supuestos claramente de­
marcados Se deben señalar ámbitos de aplicación, 
diferenciando la tutela de los mercados nacionales y 
la del mercado ampliado o comunitario. 

Para distinguir los ámbitos de aplicación de las nor­

mas nacionJies y comunitarias, cada norma debe ser 
la que señale en forma precisa los supuestos de su 
competencia. Se debe tener en cuenta el lugar de los 
efectos de las prácticas, independientemente de su 
lugar de origen. 

Las normas dntimonopolio generalmente comb,1ten 
las prácticas restrictivas según el lug,n de los efectos 
o ejecución de las mismas, sin considcr;1r el lugar de 
origen o donde se haya celebrado el acuerdo restric­

tivo de la libre competencia. 

Los procesos de integración buscan generar un mc1yur 

comercio (de bienes y/o servicios) entre los países miem­
bros vía importaciones u vía ventas internas

44
. En tocio 

proceso se pueden distinguir cuatro tipos de comercio: 

1. Comercio subregional entre miembros (i ntra zonal. 

2. Comercio subregional de todo o p,nte del merca­
do ampliado con terceros estados (comercio i nter­
nacional extra zona). 

3. Comercio nacional de un país miembro y 

4. Comercio entre un sólo país miembro y un tercer país. 

El comercio intra zona involucra a un demandante y 
un ofertante ubicados en dos países miembros del 
proceso de integración y representa un comercio 

internacional especial ya que goza de los privilegios 
del Acuerdo de Integración. El comercio será por 
medio de importaciones entre miembros en la medida 

Al n·,pc·c lo puc•dc consultarsp l'l libro "Derecho .1drninistrativo de la defensa de 1.1 e ompc•tencia" de Luis CN'S Pall.m·s. p.ígina 107 y 
stgu ictlil'S. 
Vc·tilas ttlternas ha e e rclcrenci.1 al LlSo de las ventas al interior de un nwrcadu com[tn. 
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que no se logre la etapa del mercado común; si esta 
etapa ya ha sido alcanzada, el comercio es vía ventas 

al interior de un mercado común y no por medio de la 
exportación (el término ventas comprenderá tanto el 

comercio de bienes como el de servicios). 

En el comercio extra zona uno de los actores está 

ubicado en un país no miembro y la otra parte está 
ubicada en la subregión. Se lleva a cabo un comercio 
internacional cl:1sico mediante importaciones con el 
pago de un drancel y sin beneficios. 

Uno de los casos de comercio extra zona es el dumping 
proveniente de terceros países y que tiene un efecto 

comunitario, ya que las exportaciones tienen como 
destino cualquier parte del mercado ampliado, afec­
tando a dos o m<Ís socios del mercado ampliado. 

En Europa la solución para los casos descritos ha sido 
considerar que toda importación proveniente de un 

p,1ís no miembro, independientemente de estar dirigí­
de~ h<~cia uno solo o varios integrantes, podr;í ser objeto 
de investigdciones comunitarias por prácticas deslea­

les del comercio internacional. La justificación para 

ello es que dicha importación en condiciones dum­
ping, no sólo afecta a la industria nacional del país 
importador, sino que también afecta al resto de la 
industria comunitaria."' 

Ld Unión Europed ha eliminado las legislaciones 
nacion,1les antidumping, incluso respecto de bienes 

exportados de terceros países, y en su reemplazo se ha 
opt;Jdo por un Reglamento comunitario para el dum­
ping extr,¡ comunitario. 

El tercer caso, comercio intra país, es una relación de 
comercio interno de un país (dentro de los límites 
geogrMicos del país), ya que tanto el demandante 
como el ofertante est<Ín ubicados en un mismo país. La 
pr<Íctica no busca ;Üectar el comercio subregional 
intra zona ya que no supone un comercio entre los 
países miembros, por lo que no hay un efecto comu­
nitario ni se desarrolla un comercio internacional (ni 
de nwrcmcías o servicios). 

El t.'Jitimo caso sólo lo hemos puesto como ejemplo 
particular de un comercio extra zona. Parte de un 

comercio internacional de importación- exportación, 
en donde el ofertante se encuentra ubicado en cudl­

quier no miembro (bienes que no tienen un origen 
comunitario) y el demandante está ubicado sólo en un 

país miembro. Si bien aparentemente el efecto de la 
práctica es nacional y no comunitario (a menos que 
las importaciones vayan dirigidas también al resto de 
Integrantes), el caso no deja de ser un comercio extra 
zona ya que es una relación comercial con países no 
suscriptores del Acuerdo. 

La Comunidad Andina ha dispuesto en el artículo 2 de 
la Decisión 283, que las legislaciones nacionales 

antidumping siguen vigentes para los otros casos no 

dispuestos en el mismo artículo, aunque par;:¡dójica­
rnente señala la aplicación facultativa de la norma 
comunitaria; sin embargo, no somos de la misma 
opinión, tal como veremos a continuación. 

P<1ra los dos primeros tipos de comercio proponernos 
la adopción de una normativa comunitaria. En el 

primer caso debe ser una normativa comunitaria que 
prohib<1 las prácticas restrictivas al interior del mercd­
do común (antitrust comunitario). En el segundo caso 

se debe opt<1r por una normativa antidumping supra­
nacion<~l (similar a la del Reglamento CE No. 384/96 
de la Unión Europea) aplicable por los órganos supra­
nacionales. 

Para el tercer caso, comercio intra país, se deben 
mantener o dar legislaciones nacionales sobre res­
tricciones a la 1 ibre competencia. En este supuesto el 

comercio de bienes o servicios no tiene efectos sobre el 
mercado ampliado, es sólo nacional o provincial. 

Las exportaciones de no miembros dirigidas hacia un 
solo integrante de la CAN no deben ser objeto de 
norm;:¡s nacionales antidumping, sino que deben 
también ser reguladas por la ordenamiento jurídico 
comunitario al igual que en la Unión Europea. Reco­
nocemos que ello es una opción polític;:¡ que debe 
discutirse al interior de cada proceso de integración. 

En lo particular optamos por una norma comunitaria 
ya que se protege a la industria comunitaria y no sólo 
a la nacional (también se protege a los consumidores 
comunitarios, vía por ejemplo la regla de mínimist'. 

Adernj,, luego ck•l pago del ,1rancel externo corn[rn, el bien importado puede circular por todo elterrilorio comunitario y tenc•r corno deslino 
f111,1l olro país rniemhro de la Uni(m 
En un mere ,1do arnpl iado y por eiectos del dumping exterior, ocurren dos situaciones: 
a. l.o' procluc\os imporiaclos ponen en p<>ligro o ;:unenaz¿¡ de daño a las industrias ele lo' otros países miernbrm ya <.jUC clmisrnu bien puc·d<' 

e ircul,ll lihrernmte al interior delmcr-cildo ampliado y de esa íorma tener corno destino íinill a le" otros p.1íses mic•nllno,. 
h. L,1s i ndustri,b nd< ron,1les de los otros países miembros, ,m tes del dumping exterior. tenían localizada su demanda en el resto del mercado 

ampl i,1do len otro u otros ¡Jaíses n1iembrosl y ahora por eíectos del dumping exterior dichas industrias suíren el cbño, y¿¡ que la clernancb 
c·n ese• p.1ís se dirige h.1c i,1 los procluc\os importados ele terceros países. 
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Abundando en la justificación de la eliminación de las 
normas antidumping nacionales entre los estados 
parte de la CAN y su reemplazo por normas comuni­

tarias (sobre la misma materia) para el comercio con 
terceros países, planteamos una pregunta respecto de 

un caso y nuestra respuesta: 

¿Qué debería hacerse en los casos de importaciones 
(provenientes de terceros países), que habiendo i ngre­
sado a un país miembro, luego fuesen reenviadas a 
otro país miembro en el mismo estado o sin una 
transformación sustancial que los convierta en bienes 

de origen comunitario? En esos casos cabe preguntar­
se cómo controlar la práctica dumping del exportador 

del país no miembro. La respuesta es que en estos 

casos la norma pertinente sería el reglamento comu­
nitario y no la norma nacional ya que la procedencia 

del bien es de origen extra zona. 

C. ARMONIZACIÓN DE LAS LEGISLACIONES 
NACIONALES 

Para hacer viable el proceso de integración no sólo 
basta que las normativas antimonopolio nacionales 
de los miembros de la CAN se mantengan y combatan 

prácticas que tengan un efecto nacional; también 
hace falta que los miembros las armonicen, e incluso 
que ellas sean adoptadas por quienes aún no las han 
hecho parte de su Derecho interno. Ecuador y Bolivia 

son los únicos que no han adoptado hasta el momento 
norm.1s antitrust, a pesar de que un potencial nuevo 
integrante, Panamá, ya cuenta con este tipo de normas. 

Los Estados deben aprovechar la existencia de un 
proceso de integración y de Tratados, a fin de proteger 

el mercado ampliado en su conjunto yen cada una de 
sus partes integrantes (en un caso, vía normas comu­

nitarias, mientras que en el otro es vía normas nacio­
nales). El éxito de un mercado ampliado está en que 
los mercados nacionales y provinciales que lo confor­
m<~n también estén regulados para evitar o sancionar 
las pr,ícticas anticompetitivas.

47 

La principal razón para una armonización de legisla­
ciones nacionales, es impedir que un tipo de práctica 
restrictiva de la libre competencia sea prohibida (y 
combatida) en un país de la CAN y al mismo tiempo 

la misma práctica sea permitida en otro país miembro 
por ausencia de disposición legal antitrust. Otra razón 

para ello es que se generaría una suerte de desigual­
dad en la subregión, desigualdad que significa el 

incumplimiento de la obligación de trato nacional al 
interior del proceso de integración. 

Un inversionista extranjero ubicado en un país que 
cuente con normas sobre Derecho de la Competencia 
podría alegar que no cuenta con las mismas condicio­
nes o regulaciones que existen en otro país integrante, 
en el cual no se sancionan las prácticas restricti-

48 49 
vas. 

Respecto de las normas antidumping nacionales ya 
indicamos que ellas deben ser eliminadas, tanto para 
el comercio entre partes de la CAN como para con no 
miembros; en éste último caso, ellas serán sustituidas 
por una normativa comunitaria sobre dumping (im­

portaciones provenientes de la extra zona CAN). 

En caso de que se optase por m;mtener las normas 
nacionales antidumping, no habría necesidad de grJn­

des cJmbios, ya que los cinco actuales socios andinos 
son Estados parte delGA TT y de la OMC, por lo que sus 
normativas (leyes y/o reglamentos) son muy semejantes. 

Nuestra propuesta no es la única opción, ya que 
también podría seguirse los modelos Trans Tasman 
(Australia y Nueva Zelanda) o del Acuerdo Chile­

CJnadá, y mantenerse las legislaciones nacionales 
antidumping, pero ello es una opción política. En las 

zonas de libre comercio somos de la opinión de 
mJntener las normJs antidumping nacionales (de 

hecho ello lo proponemos para el caso del ALCA), 
pero en la Comunidad Andina la opción es una norma 
comunitaria por las siguientes razones: 

1. En este proceso de integración se ha avanzado 

hacia la formación de una unión aduanera (la cual 
existe pJra varias partidas arancelarias para cua­
tro de sus miembros) y se busca establecer un 

mercado común. 

2. En el Acuerdo de Cartagena existen disposiciones 
sobre políticas aduaneras y comerci;1les comuni­
tarias aplicables con relación a terceros países. 

l'or ejcrnplo. en países con organización política federal (como Brasil o Alemania). el comercio nacion,1l comrm,nde un comercio entre 

estados federales y un comercio al interior de cada estado federal. 

ts por ello yue en materia de competencia en Alemania existen dos agencias distintas: Bundcskartellmant, como organismo fedcralyue actt.'1a 

cuando la práctica afecta a más de un estado Ít'deral; y las Landeskartellbehorden, o agencia para los Lindero cada uno de los estados íederaÍl's. 
11
. Lb legislaciones nacionales antitrustde los miembros de la CAN deben ser sirnilares, incluso en rnater10 de sanciones ellas deherían ser 

('quivalentcs para no incumplir la obligación de trato nacional en la subregión. 
1
" En virtud de esas diferC'ncias, algunas ernpresas prefieren no operar en dichos países, o prefieren operar y realiz(H conductas ¡¡nticon1pctitivas 

ya que ('n dichos países no son sancionadas. 
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3. El modelo de la CAN busca proteger el mercado 
ampliado, por lo que en dicha protección se debe 
incluir la protección vía dumping extra comunita­

rio. 

4. En la CAN existen tanto consumidores como 
productores comunitarios, es por ello que frente a 
importaciones de terceros países se debe actuar 
como un solo bloque comercial, por lo cual se 
tiene previsto un arancel externo común. 

5. La propia Decisión 283 ha previsto facultativa­
mente optar por procesos antidumpingcomunita­
rios, en lugar de los nacionales en los que se 

aplicarían normas propias de cada Estado (ver 
artículo 2 último párrafo). 

6. Con un procedimiento y normativa antidumping 
comunitarias se establecerían pautas comunes, 
formando dichas normas parte del Derecho inter­

no de cada miembro. El reglamento comunitario 

sería acorde con los Acuerdos GATT y de la OMC. 

11. INSTITUCIONES SUPRANACIONALES, 
AGENCIAS NACIONALES, COOPERACIÓN E 
INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN EN LA CAN 

A. INTRODUCCIÓN 

La Comunidad Andina cuenta con dos órganos comu­

nitarios, a los cuales tienen acceso los particulares 
(personas naturales o jurídicas) e incluso los Estados 

parte; ellos son la Secretaría General y el Tribunal de 
Justicia (en el caso de la Secretaría incluso ella puede 

actuar de oficio). 

En materia de dumping y restricciones a la libre 
competencia (luego de las reformas normativas ya 
indicadas), la Secretaría General debería contar con 
un mayor apoyo por parte de las entidades nacionales 
u órganos de enlace (llámese INDECOPI - vía las 

Comisiones de Libre Competencia y la de Fiscaliza-

ción de Dumping- o las Direcciones pertinentes de los 
Ministerios de Industria de los países miembros). 

Las entidades nacionales (especializadas en materia de 
dumping y restricciones a la libre competencia) son las 
que dada su proximidad geográfica con la presunta 
práctica anticompetitiva, son las primeras en capaci­
dad de detectarlas (en base a razonables indicios o 
pruebas fehacientes). Los entes nacionales también 

pueden servir de nexo entre los particulares y la Secre­
taría General, recibiendo las denuncias y corriendo 
traslado de las mismas al órgano comunitario.

10 

La cooperación entre órganos es de suma importan­

cia, tanto en el plano nacional como en el de integra­
ción, y resulta casi indispensable. Las razones para la 
colaboración pueden ser muchas: políticas, económi­

cas, así como la falta y necesidad de información. 

El fenómeno de la globalización y el actuar de las 

empresas transnacionales ha puesto en evidencia la 
necesidad de un intercambio de información entre los 

países. Varios países desarrollados ya han venido 
intercambiando información y cooperando en mate­

ria de restricciones a la libre competencia (como lo 
reconoce el Banco Mundial).

11 

B. REGLA GENERAl DE INVESTIGACIÓN Y EXCEP­

CIÓN 

Los órganos nacionales especializados de cada miem­
bro pueden iniciar investigaciones por una presunta 

práctica con efectos nacionales (daño o amenaza de 

daño); pero, si en el curso de las investigaciones 
detectan que la misma tiene efectos comunitarios, la 

investigación nacional debe culminar y comunicarse 
lo ocurrido al órgano supranacional a fin de que 
retome el caso. 

Deben tenerse presentes los límites de las competen­
cias nacionales y comunitarias y evitar que se realice 

un doble esfuerzo de investigación y sanción adminis-

Como veremos rn,ís adel.lntc, en li! ilctualidad existe un grado de cooperación a nivel organismos de la CAN y entes nacionales o de en lar e; 
pero dicha coopcrac:i(m es sólo una parte de lo que nosotros plantearnos. 
"La crc:·cimte glohalizaci()n de los mercados trae consigo no sólo beneficios económicos, sino además un riesgo creciente de conductas 
,1nticompetitivas origin,1clas er1 jurisdicciones extranjeras o que afectan a rnás de un país. En el primer caso. el alcance:' y aplicación de las 
leyes de e onlpetpncia n,Kionales está limitada y el acceso a la información relevante sobre la conducta anticornpctitiva se hace difícil por 
los principios territoriales. M.ís a(rn, en la mayoría de los casos las autoridades nacionales se encuentran con dificultades para tomar cua lyu icr 
.le ción contr,1 c:'mprcsas l'xtranjeras o individuos responsables de conductas anticornpetitivas. En el segundo caso, la misma conducta puede 
caer dentro de la jurisdicción de diversas autoridades encargadas de velar por la competencia, cada una de ellas con una puesta en práctic,l 
distir11a clelrnarco legal aplicable .. 
Las autorrdaclcs pncarg,1cL1s de la competencia en los países industrializados han indicado que. en los t"rltirnos años, el número ele 
inwstigaciorws yuc' vanmjs all,í dC' las fronteras de un país se han incrementado y como consecuencia de esto, PI intercambio de iníorrnaci(m 
v 1.1 e oo¡x'rac: ión son cada vez más importantes .... ". 
fl,mco Mundial. Compctition policy in a Global Economy (Política de Competencia en la economía global). Washington, 1 '1911. p. 2'!. 
Ooc un1ento e:' laborado sobre la Conferencia sobre Políticas comerciales y de Competencia llevada a cabo los días 17 y 1 R de marzo de 1 <JY7 
er1 Nueva Lkli. lndi.l. 
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trativa (en materia de antidumpingy antitrust), a fin de 

que las distintas entidades no actúen por separado y 

sin coordinación entre ellas. Los casos de prácticas 
anticompetitivas con efecto comunitario, que causen 
daño (o amenaza de daño) al mercado ampliado, 

serán de competencia de la Secretaría General, la que 

aplicará la norma comunitaria. 

La coexistencia de dos ordenamientos y sanciones
52

, 

comunitario y nacional, sería una excepción. Ella sólo 
se presentaría cuando los órganos nacionales hubie­
sen iniciado investigaciones, concluido las etapas del 

proceso, sancionado la práctica restrictiva o de dum­
ping, y con posterioridad el órgano comunitario inicie 
investigaciones por un efecto comunitario. 

Los casos de simultaneidad de sanciones serían casos 
límite en los cuales resulta difícil determinar si el 
efecto es sólo nacional o tiene implicancias sobre la 

subregión. La regla general debería de ser la siguiente: 
Si las autoridades nacionales, al investigar la práctica 
anticompetitiva, detectan indicios de un efecto co­

munitario, entonces deben suspenderla y comunicar­
lo a la autoridad comunitaria; sólo si esta última 
considera que la práctica tiene efectos nacionales, la 
investigación nacional se vuelve a retomar

53
. 

C. COOPERACIÓN DE lOS ENTES NACIONAlES 
EN lA INVESTIGACIÓN 

Debe permitirse que los órganos comunitarios se 
valgan de los órganos nacionales para realizar ciertos 

actos dentro de un proceso, como por ejemplo llevar 
a cabo las notificaciones. 

La Secretaría General tiene su sede en la ciudad de 

Lima- Perú y es competente para recibir denuncias de 
empresas ubicadas en cualquiera de los cinco miem­
bros, e investigará también a empresas ubicadas en 
uno o más países. Para notificar a una empresa ubica­

da en Colombia los actos deben ser practicados en su 
domicilio (fuera de la ciudad de Lima y fuera del Perú); 
es en estos casos en que la intervención de los entes 

nacionales (u órganos de enlace) se hace necesaria. 

En el caso antes descrito, la Secretaría notificará sus 
resoluciones (de inicio, fin del procedimiento o soli­

citud de exhibición de pruebas) no sólo vía la publi­

cación en la Gaceta Oficial, sino que ellas serán 

cursadas por intermedio del órgano nacional, quien 
realizará materialmente los actos de notificación con 

acuse de recibo (tal acto no será a título de autoridad 
nacional sino en representación y por mandato del 
órgano comunitario). 

Los entes nacionales también podrían servir de apoyo 
al órgano comunitario para real izar ciertas diligencias 

de obtención de pruebas, como por ejemplo una 
inspección en los centros de producción. Si el órgano 

comunitario no contase con un número suficiente de 

funcionarios para re a 1 izar actos de obtención de prue­
bas in si tu, no tuviese suficientes recursos económicos 
o quisiera ahorrar recursos, entonces lo recomendable 
sería hacer uso de entes nacionales o de enlace (sobre 
todo si se tiene en cuenta las realidades económicas de 

la CAN en comparación con la Unión Europed). 

Las Decisiones 285 y 283, en sus artículos 8 y 12, 
respectivamente, toman en cuenta la colaboración de 
las entidades nacionales con la Secretaría General (ex 

junta), pero tal intervención está supeditada a los 

órganos de enlace, denominación que está referida al 
Ministerio de Industrias, Comercio e Integración de 
cada país miembro, por lo que no se ha tomado en 
cuenta el caso de organismos autónomos como el 
INDECOPI. 

El concepto de ente de enlace señalado en las Deci­

siones antes indicadas debe cambiar y en su lugar se 
debe comprender también a las agencias especializa­
das, las cuales (como en el caso del organismo admi­

nistrativo peruano) tienen una participación impor­
tante en las investigaciones sobre dumping o restric­

ciones a la librecompetencia
14

• La Decisión 456 antes 
comentada, amplía el concepto de órgano de enlace, 
como ya hemos comentado al analizarla. 

Las normas de la CAN no sólo deberían permitir la 
facultad de solicitar pruebas e informes, también debe-

Al respecto puede consultarse el temd de la coexistencia de sanciones comunitarias y nacionales, en el libro del doctor Luis Cases Pallc~res, 
"Derecho administrativo de Id defensa de la competencia" páginas 60-72. 
Si la autoridJd nacional considera y no tiene dudas sobre el efecto nacionc~l de la prácticJ que está siendo investigada, entonces actuar<i sin 
tener que suspender el proceso (la suspensión sólo es en los casos de duda sobre los efectos o si considera que el eíecto es con1unitario­
dar1a o c~rncnazc~ danarl. 

r,.¡ La precisión que hacernos sobre unJ intcrvcrll ión de los entes nacionJies es importante si se tiene en cuentJ e¡ u e en un futuro proceso de 
integración como el ALCA, será rwcesaria unc~ ayuda de los entes nacionales en la etapa de investigación, ya que en vista del gran espacio 
geogrMico que planea tener el ALCA, el nCunero de c>rnpresas, y sobre todo teniendo en cuenta las distintas redlidades y experiencias 
rl,H ion a les en flldteria de dumping y antilrust; no bastará con delegar todos los actos del proceso de investigación a los órganos cornun itarios. 
En un proceso corno el ALCA se necesitar,1 conur con una gran cantidad de información sobre todas las relaciones comcrcialt>s que se den 
dentro o íucr,1 del mercado ampliado (en especial sobre las empresas y las condiciones de c:omerTi,Jiización, en especial los precios). En 
ITlclteria ck' irnportaciorws, se podrían comparar los distintos precios CIF y Fül3 de un mismo producto al ser importado en distintos países 
nr il'rnhms. 
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rían permitir que la Secretaría General pudiese en ciertos 
casos delegar la realización de ciertas actuaciones o 
diligencias a los órganos de enlace o entes nacionales. 

Como ejemplo de nuestra propuesta, la Comisión de 

Libre Competencia del organismo peruano, por inter­
medio de sus funcionarios y en virtud del mandato del 
órgano supranacional andino, realizaría diligencias 
de inspección in situ e incautación o secuestro de 
información (en caso de que la empresa no cumpliese 
con brindar la información solicitada por el ente 
comunitario, u ocultase parte de ella). 

Para culminar con el tema de la cooperación en las 
investigaciones, debemos mencionar el caso de las 

investigaciones antidumping. 

Los Miembros de la OMC remiten al Comité de 
pr,'ícticas dumping las imposiciones de derechos pro­
visionales o definitivos; ello se hc1ce en virtud del 

artículo 16.4 del Acuerdo Especial de 1994. Dichc1 
informc1ción es de suma importancicl, ya que acredita 
la existencia comprobada o presunta de prácticas de 
dumping atribuibles a un grupo de exportadores, 
llevad,1s ,¡cabo en un país miembro. 

Si por eJemplo en Nicaragua se han impuesto dere­
chos deíinitivos, ello acredita la existencia de una 

práctica comprobada de dumping, que incluco pu~'ck 
ser rec1lizada por la misma empresa en otro Estado 
parte de la OMC, como por ejemplo Colombia; es por 

ello que la autoridad administrativa colombiana de­
bería considerar iniciar una investigación por práctica 
deslec1l del comercio internacional, ya que existen 
indicios razonables de que en Colombia la misma 
empresa, por el mismo producto, realiza esta priJCtica 
y C1UScl d,lfio a lc1 industria nacional. 

En la CAN hemos detectado que las autoridades 
nacionales investigadoras no informan la imposición 
de derechos antidumping En el modelo andino tam­

poco existe la obligación de que entre sus integrantes 
se informe el inicio de investigaciones contra prácti­
cas dumping, o que al menos se lo informen a la 
autoridad comunitaria (y viceversa). 

Creemos que si se toma como base lo dispuesto por el 
artículo 16.4 del Acuerdo Antidumping de 1994, los 
miembros de la CAN podrían obligarse a remitir infor­
mes, entre autoridades nacionales y comunitarias, res­

pecto del inicio de investigaciones e imposición de 

derechos ,mtidumping provisionales y definitivos. 

Nuestra propuesta la planteamos sólo en el caso de 

que para el modelo andino no se opte por una 

normativa comunitaria (para las prácticas desleales 
del comercio internacional) similar a la de la Unión 
Europea. Como alternativa debe considerarse que los 
cinco socios suscriban convenios de intercambio de 

información con los Estados parte de la OMC, o hagc1n 

suya dicha información por intermedio de la propia 
organización internacional (entidad que recibe en la 
actualidad los derechos antidumping impuestos). 

D. INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN 

La información es un elemento muy importante en las 
investigaciones antidumpingo antitrust, pero muchas 
veces no es fácil contar con ella de manera completa; 
sería beneficioso que las autoridades compartiesen 
información (sobre todo teniendo en cuenta que ello 

permite ahorrar tiempo y recursos en la fase de inves­
tigación, como resultado de la cooperación). 

El intercambio de información beneficia (de manera 

especial) el control de las empresas transnacionales 
que operen en varios países miembros de un proceso 
de integración o que operen en distintos países del 
mundo; incluso permite que se comparen los actos 
empresariales y toma de decisiones en cada país (por 
ejemplo, para determinar si llevan a cabo o no discri­

minaciones). 

La información que las autoridades nacionales o 
comunitarias obtengan de las empresas (denunciadas 
o denunciantes) como resultado de investigaciones 

antimonopolio o sobre dumping, puede ser clasifica­

da en: 

l. Información que la autoridad obtiene por sí mis­
ma en el curso de sus investigaciones. Como 
ejemplo podemos señalar el caso de la informa­
ción de conocimiento público o la solicitada entre 
organismos estatales. 

2. Información proporcionada por las propias empre­
sas (denunciantes o denunciadas). Esta puede tener 

o no el carácter de reservada, si es que la empresa 
al proporcionarla ha explicado los motivos para 

darle el carácter de confidencial y la autoridad ha 
considerado fundado el pedido de reserva. 

Existen límites para el intercambio de información, 
uno de ellos es el carácter reservado de los datos 
proporcionados por la propia empresa (y que haya 
sido aceptado como tal por la autoridad a la cual se la 

proporcionó), otro límite son las restricciones impues­
tas por los propios entes nacionales para compartirlc1 

con las autoridades de otros países (a menos que exista 
un convenio entre ambos). 
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¿Cómo permitir un intercambio sin reservas, o al 

menos reducir los impedimentos? y ¿cómo se puede 
dar el intercambio de la información confidencial? 

Para permitir el intercambio de información, sin incu­

rrir en una infidencia, se debe regular el procedimien­
to de dicho intercambio, tanto en la normativa comu­
nit,Hia como en la nacional (o incluso en un Acuerdo 

Multilateral). Se debe disponer que los datos propor­
cionddos por una empresa, aún cuando tengan el 
car;ícter de reservados, podrían ser facilitados a otra 
entidad (nacional o comunitaria) sin que ello impli­
que el incumplimiento de la obligación de no-divul­

gación a terceros. 

La norma propuesta, dispondría como condición para 
el intercambio, que la autoridad que recibe la infor­
m,Kión (en virtud del Acuerdo de Cooperación) tam­
bi{·n tenga la obligación de guardar la confidencialidad 
de la misma tal como lo hace la autoridad que se la 
entregó (Id empresa conocería de antemano que tiene 
un derecho relativo a la reserva o confidencialidad y 
qul' el uso de la información está regulado).

16 

Proponemos que en la CAN (mediante una nueva 
Decisión, o enmiendas a las Decisiones 283, 285 y la 

reciente 456) se establezca la exigencia de intercam­
bio de información entre los miembros, por interme­
dio de sus autoridades nacionales"" (agencias o enti­
dades especializadas en investigaciones antitrust y 
dntidumpinK, Poder judicial, e incluso Aduanas). El 
intercambio incluso debe ser respecto de los datos 

que hayan sido catalogados como confidenciales, 
siempre que se cumpla con ciertas condiciones. 

Quien recibe la información debe guardarla bajo la 
misma reserva que la autoridad que se la proporcionó (es 
decir que la información no circule a terceras personas 
o instituciones, ajenas al proceso de integración y a las 
,1utoridades de investigación de los Estados parte). 

En el ordenamiento jurídico nacional:;
7 

de cada uno de 
los miembros de la CAN, existiría también una norma 
que señalase que el derecho de confidencialidad res­
tringido no impide el intercambio de información entre 
entes nacionales y comunitarios dentro de un proceso 
de integración regional."

8 
Este tipo de cooperación 

comprendería las materias aduanera, antimonopolio 
y sobre dumping, y estaría sujeto a las mismas condi­
ciones que las dispuestas por la norma comunitaria. 

Otra posición, contraria a la anterior, es la de prohibir 
el intercambio entre las autoridades nacionales y 

comunitarias, respecto de información proporciona­
da por la propia empresa (tenga o no el carácter de 
reservada). Esta segunda postura representa una am­
plia protección de los datos proporcionados por una 
empresa; ello equivaldría a una garantía y derecho del 
administrado dentro de un procedimiento administra­

tivo (comunitario o nacional). 

La segunda posición, al proteger al administrado, sólo 

permite el intercambio de información que hubiese 

sido obtenida por las propias autoridades y que no 
tenga el carácter de reservada o confidencial. Sólo se 
permitiría compartir información pública (por ejem­
plo, información de los registros públicos: registro 

mercantil, registro de marcas y patentes, registro de 
valores bursátiles) o que fuese propia de cada autori­
dad (por ejemplo, pólizas de importación, declaracio­
nes juradas de tributos, investigaciones realizadas). 

Independientemente de lo antes señalado, en la ac­
tualidad los órganos comunitarios y nacionales no 
están impedidos de intercambiar datos estadísticos, 

resoluciones administrativas o judiciales o dictáme­
nes, a efectos de conocer, comparar y adoptar crite­
rios comunes de análisis al resolver. 

El intercambio no es una propuesta teórica, tiene 
varios ejemplos que acreditan su necesidad. Estados 

"La rc-,prrc'sta obvia de las autoridJdes de la competencia a la globalización del mercado y a la creciente naturaleza internacional de la 
.Jctividad empresarial es cooperar de modo más cercano en sus programas de implementación de las normas. La cooperación hoy en día 
'-l' ha par,liiz.1do por un sin número de razones. Las divergencias más comunes se encuentran en las reglas sustclntivcJs, en los .~cuerdos 
prot cs,1lcs e instituL ionJies de las leyes y reglas sobre competencia nacional que impiden la reveldción a utras autoridaucs ele información 
corürclt'n<ial". 
Uor umento del flanco Mundial. Políticd de competencia en una economía global. Op cit. p. 31. 
Alltorid;Jclcs nacionales en un sentido más amplio y no sólo los organismos de enlace a que hacen refC'rencia las.Dccisiones 2iB y 285. Deben 
tcn<'rse presPntes las modiíicaciones dispuestas por la Decisión 456. 
l,1 exigenr ia de que la obligación de cooperación esté recogida también por la legislación nacional la pesc1r de que la norm,l cormrniUria 
lormr' parte del Derecho nacional de cada País Miembro), se debe a que habrían procedimientos antitrust comunitarios y ndcionalcs, 
l'xi<,~rcndo int"ormdción ,en ambos tipos de procesos. 
Si existrcse un Acuerdo Internacional Multi latera 1 en materia antitrust (como el propuesto por la UNCT AD), en elmisrno se podría estipu lcJr 
lc1 oblig.Jc ión de que las autoridades de cada país intercambien iníorrnación bajo ciertas condiciones. 
En viqa de qur' no existt' un Acuerdo Multilateral que obligue al intercambio de iníorrnac1ón entre autoridades de los Estados, a nivel de los 
prrH e">S dl' integraciéll1 se podría establecer la obligación de dicho intercambio bajo ciertas reglas (y en la medida que en cada btado existan 
l,b comlrcioncs mínimas legales para ascgurJr la no-divulgación de la información, confidencial o no, hdcia terceros, como sería el caso 
de los propios investigados o posibles investigados). 
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Unidos tiene suscrito un Convenio de Cooperación e 
Intercambio de Información con "un rival" corno es la 

Unión Europea (dicho Convenio se suma al suscrito 
con CmacLí antes de la suscripción del NAFTA); a 

pesar de que ambos no son parte de un proceso de 

integración. 

En virtud del Convenio Estados Unidos- Unión Euro­

pea se dd una colabor,JCión entre la Federal Trade 
Comrnission, el Departamento de justicia de los Esta­
dos Unidos y la Comisión de la Unión Europea, respec­
to de los siguientes puntos: obligación de proporcionarse 
información relevante, obligación de asistencia mutua, 
coordinaciones y delegación de coacción."

1 

El Acuerdo de Cooperación suscrito por Estados Uni­
dos y la Unión Europea debe servir de ejemplo a la 
Cornunid,1d Andina (con las reformas que plantea­
mos) y est,ÜJiecer la obligación de colaboración e 
interc1rnbio de información relevante entre agencias 

nacionales y comunitarias. 

12. MODELO DE lA UNIÓN EUROPEA 

A. DEFINICIÓN Y EVOlUCIÓN DE lA UNIÓN 
EUROPEA 

La hoy Unión Europea (antes Comunidad Económica 

Europe,¡) es el proceso de integración económica m,ís 
antiguo que se haya d,1do en el mundo (sin tomar en 
cuenta el Benelux que es su antecedente). Este proce­
so cuent.1 con un ordenamiento jurídico y estructura 
orgánica que lo convierten en único, e incluso ha 
servido de inspiración a otros modelos como el de la 
Comunidad Andina. L,1 realidad actual de este proce­
so es el result.1do de haber pasado por distintas etapas, 
cad,1 una de ellas más compleja que la anterior. 

El modelo de integración de la hoy Unión Europea se 
inicia con la suscripción de los tres T rat,1dos que crean 

las tres Comunidades Europeas: del Carbón y Acero; 
de la Energía Atómica, y la Económica (Trat.1dos 

CECA del 18 de abril de 1951, Roma- CEE y Roma­

EURATOM del 25 de marzo de 1957). Los originales 

miembros de la Comunidad Europea fueron Bélgica, 

la República Federal de Alemania, Francia, IL1Iid, 
Luxemburgo y los Países Bajos. En la actu,llid.Jd L1 
Unión Europea cuenta adem:1s con los siguientes 
integrantes (adicionales .1 los seis ya indic.1dos): Fin­
landia, Suecia, Austria, Crecía, Dinam.¡rcl, Irlanda, 

. . j 1 h(l () 1 1)2 

Re1no Un1c o, Espar1a y Portuga . 

En sus etapas de desarrollo, el modelo europeo h.J¡J,Js,Hio 
por ser una zona de libre comercio en sus inicios (en 

enero de 1959 los seis miembros redujeron sus ar,!IJ­
celes en 1 0')';,); luego se establecieron la unión adu,mer<l 
(el 01 de julio de 1968) y el mercado comCm; y por último 
en 1999 se inició la conversión en unión monetaria con 

la adopción del euro como moneda comCm. 

La integración europea supone no sólo la creaci<'m de 
un ente con personalidad jurídica de Derecho lntern,l­
cional Público (corno la Unión Europe.l), sino que 
ddem.ís tiene entes comunitarios (la C:omisi(m, Con­

sejo y Tribunal Europeo). La Unión cuenta con un 
ordenamiento jurídico supranacional que está por 

encima del ordendmiento nacional de cadd mil'mbro. 
Por todo lo ser1alado, el modelo europeo de l.1 Unión 
Europea debe servir de ejemplo a otros procesos d<' 
integración, sobretodo en cuanto a su estructur,1 ins­

titucional y regulaciones comunitari,ls (en especial 
sobre políticas de competencia y política comercidl). 

Al haber llegado la Unión Europe.1 a una integr.1ción 
del tipo mercado comCm, se hdn elimin.1do los ,n,m-

"El Acuerdo dr' (ooperae~ún ele 1 <J<Jl er11re la Unión Europt>a y lrh Estados Unidos es un ejemplo de urr acuerdo de r ooper,JCiém rnodcrno. 
hll' ,lr uerdo busca drsrninuir la posibilidad o el impacto de las diferencias entre las partes en la aplicaciém de sus lcyr'S rJe r ompetl'llc\,1, 

,1cJern,í, de implr'llll'ntar la ide,l de la cortesía positiva. Esto c.,c hace ,1 travéc., Ul' cstipulacionl'S, de talmdlll'ra que: 
- CacLl c~gene r,l propore iorlclr,\ ,¡la otra toud intorrndción relevante' que llcg<1 a sus rnanoc., y eso puede gdrc~ntizar l.r ,¡¡ trvirLrd dt• < o,v, it'>ll 
ele la otr,1 ,1gmr ia 1/\rt. lll.l); 

- C1da ,1genr rJ ddll' ,1yud,u· c1 Id otra, dentro de los límite-, de su legislación e intereses y dentro de sus recur'<JS rJzonaiJiernentc disporl<hles. 
IArt. IV.l l; 

- E:xic.,te l,1 posihilicLlrJ ele llrld c'rltrild,l en vrgcncia coordinada, flUndo ambas p,lrtes est,\n interesarJas en ,1icanzar activiclc~cles dr· co,H, rún 
en ~lllltl< ionc.., rei<H iunacL1"'; y 
-IJ<'rmrle delegar< oacc rcín, eso signilica, que si un,1 parle cree que una actividad anticornpetitiva ejecut,lua en el territorio de la contrdp,Hl<. 
dfr'e la rwg,rtiv,unc'nlc sus interese's, la parte alectad,l poclr,\ rl'querir ,r la autorid,ld de competencia de Id contrap,~rte 111ir i,H ,l< ciorH's de 
codee ir'111 c1propic1das. tArt. V.21''. 
IJocunwrllo ckl llaneo Mundial. Polítir a de competencia en una economía global. lbid., p. 30. 
Lir lrterblr'lll C>t.íestree hanwnte relacionado con los mrcrnbros rJe la Unión Europea, en virtud de T r,1tados intemar ionales 1 por e¡empl< J, ron Alcrnanicrl. 
En E:. u ropa orig111alrnente l'Xistieron dos procesoc., de integrar ión, PI de la ComunirJad Europea y el de IJ Asociación ruropc'cl de l. ihre C:onwrr io 
IAE:.L.C.J conformarJa por FinlancJi<l, Suecia, Austria, Suiza, Islandia, Liechtmstein y Noruega. Como resultado de distintos Tr,llcldos d<' 
acllwsrón, varios EstacJoc., de la AELC dejaron dicho modelo y optaron por íormar parte ele la Uni(lll Europr'a. 

Ar tualmcnte 1,1 Unión Europea trene ,Kuerclos con Malta, Eslovenia y con Turquía (con éste t'dtimo Estado existe una unión adu,\IH'ra dr,sdr' 
c'l .\1 ele dicir'rnhre de 1 <JlJS). 
Han sol ic it,¡do su arJiwsi(Hl ,1 l,1 Unión Europed loe, siguientes p,1ÍSL's: Bulgaria, Chipre, f:slovaquia, Estonia, Hungría, il•tonia, Littr~m ic~, M<11t,l, 
l)oloni.1, Rept'thlir,l Checa, Rurn,Hli<r, Suizd y Turquí,r. 
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celes entre los Estados parte, se ha dispuesto un 
arancel externo común, y se han eliminado las opera­
ciones de importación y exportación entre miembros. 
El comercio internacional entre los países de la Unión 
Europea es vía ventas internas en un mercado amplia­
do, tanto para el comercio de bienes como para el de 
servicios. 

Como resultado del nuevo tipo de comercio entre 
miembros, las regulaciones antitrust y antidumping 
h,m sufrido una serie de modificaciones para adecuarse 
a la nueva realidad europea.lncluso se han eliminado 

las medidas de efecto equivalente que supongan una 
restricción a la libre circulación de bienes en el 
mercado común (como ejemplo se puede citar el ya 
famoso precedente Cassis de Dijon); es decir que se 
han eliminado (al menos entre los países integrantes) 
las medidas para arancelarias. 

Por todo lo que representa, la Unión Europea es en la 
,JCtualid,ld el modelo más desarrollado; es por ello 

que lo hemos tornado como base para los plantea­

mientos dl' las propuestas de nuestra tesis. 

B. REGULACIÓN ANT/DUMP/NGCOMUNITARIA 

La regulación antidumping de la Unión Europea ha 
pasado por distintas etapas. Primero el comercio inter­
nacional entre los miembros de la Comunidad Econó­
mica Europea fue objeto de normas nacionales sobre la 
mdteria, luego se eliminaron los derechos antidumping 
pard todos los miembros de la CEE. Se adoptaron 
reglamentos comunitarios especiales para los nuevos 
miembros que se incorporasen y se adoptó una regula­
ción comunitaria frente a terceros países que ha susti­
tuido a las regulaciones nacionales. Debe destacarse lo 
dispuesto por el artículo 91 del Tratado CEE.r,

3 

Luego de la aplicación del artículo 91 del Tratado de 
la Comunidad Económica, se dispusieron una serie de 
regl,mwntos comunitarios expedidos por el Consejo 
que reemplazaron a las legislaciones nacionales. En­

tre los distintos reglamentos tenemos: R. CEE 459/68 

(y sus modificatorias, 2011/73, 1411/77 y 1681/79), 
R. CEE 3017/79, R. CEE 2176/84 (modificado por 

1761/87) y R. CEE 2423/88. 

Los reglamentos comunitarios buscaban adecuarse a 
los cambios de los Códigos antidumping del GA TT 
(rondas Kennedy y Tokio) y por otro lado señalaban 
ciertas particularidades del propio procedimiento 
comunitario europeo (entre ellas la adopción de nor­
mas anti elusión del pago de los derechos). Actual­
mente se encuentra vigente el Reglamento No. 384-
96 del 22 de diciembre de 1995, norma comunitaria 

que busca adecuarse a las disposiciones del Acuerdo 
antidumpingde 1994 y subsanar los errores del Regla­
mento No. 3283/94. 

En lo referente al comercio de acero y carbón, el 
Tratado CECA, en sus artículos 71 y 74, disponía la 
figura del dumping con terceros países, incluso la 
Comisión aprobó las siguientes Recomendaciones: 
77/329/CECA y la 3018/79/CECA, junto con las Deci­

siones 2177/84/CECA y 2424/88/CECA. 

Para los nuevos miembros que se fueron incorporan­

do a la Comunidad Europea existía la figura del 
dumping intracornunitario, como en el caso del Re­

glamento CEE No. 812/86 y de la Decisión 813/86/ 
CECA (ambos del14.03.86) aplicables al comercio de 
bienes entre los Integrantes de la Comunidad, y Por­
tugal y España. Estos son casos de etapas de transición 
en las cuales se mantenía la figura del dumping entre 
1 d 

r.4 
os Esta os parte. 

La eliminación de la figura del dumping al interior de 

la Comunidad Europea tiene su origen en la suscripción 
del Tratado de Roma, ello supuso un proceso de 
transición y originó que las legislaciones nacionales 
sean sustituidas por reglamentos comunitarios sobre 
prácticas desleales del comercio internacional. La 
existencia de una norma comunitaria antidumping 
pone en evidencia el interés de proteger de manera 
integral (o global) las industrias comunitarias frente a 
industrias de terceros países (al protegerse la industria 

63 "1\c~pc< to al durnping producido en las relaciones intracomunitarias se aplicó, durante el periodo transitorio (c.¡ u e íinal izó el 31 de diciembre 
dt• 1 'Jh'JI, el artículo <J1 del TCEE. Según este artículo: 
Si durante t•l periodo transitorio, la Comisión, a instancias de un Estado miembro o de cualquier parte interesada, comprobare Id cxistenci.l 
de pr.íctic,1s de dumping dPntro del mercado común, dirigirá recomendaciones al autor o autores de dichas prácticas par.1 poner iin a lo1' 
rnrsrn,1s. 
f-n taso dt' que contin(H.'n las prácticas de dumping. la Comisión autorizará al estado miembro perjudicado para que adopte• medidas de 
protccci(>n, en las condiciones y modalidades que ella determine. 
2. A p.lrtir de la entrada en vigor del presente Tratado, los productos originados en un Estado miembro o que se encuentren en libre pr5ctica 
cnc·l mismo y hayan sido exportados. a otro Estado miembro podrán ser re-importddos en el territorio del primer Estado, s·m que puedan ser 
'onw!ldos a derechos de aduana, restricciones cuantitativas ni medidas de decto equivalente. La Comisión establecerá l.b regul.1ciones 
oportuna' pdra la a pi icación del presente apartado." . 
l <'>fJl'Z -Jurado Romero de la Cruz, Carmen. El control jurisdiccional de la actividad comunitaria en materid de dumping y de subvención. 
Un1vcr,idad de Crzmada. Cranada, 1'!'.!3. p. 83. 

(14 Normas ~irni!,Hes se dieron pdra IJs adhesiones de Austria, Finlandia y Crecia. 
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comunitaria contra el dumping de terceros países, las 
industrias nacionales son también favorecidas por 

dicha protección). 

La razón para los cambios antes descritos tendría su 
razón esencial en la existencia de un mercado común 
entre los miembros.

6
:; En la Unión Europea ya no sólo 

existen mercados nacionales, sino un único mercado 
ampliado que se puede ver afectado por los actos 
es tata les o de particulares. 

El procedimiento antidumpingcomunitariode la Unión 
Europea cuenta con dos etapas, administrativa y juris­

diccional. En la primera etapa interviene la Comisión 
que decide si se inicia o no un procedimiento y realiza 
los actos de investigación. El Consejo adopta las 
medidas propuestas por la Comisión y el Consejo 
Consultivo. En l,1 segunda etapa interviene el Tribunal 
de justicia dt> lds Comunidades Europeas, en sus dos 

instancids, teniendo en cuenta la existencia de un 
rt>cursu de Casación. 

El fJrocedimiento antidumping comunitario supone 

una investigación en toda la Unión, por lo que se 
anal izarán las exportaciones dirigidas a cualquiera de 
los países miembros (por ejemplo, una empresa 
corean,1 puedeexportarel mismo bien en condiciones 
dumping tanto ,1 Espar1a como a Italia) independien­
temente de sus precios FOB. La finalidad del procedi­
miento es proteger a las industrias comunitarias ya 
que no sólo las industrias nacionales (por ejemplo, 
italiana o española) est,)n siendo dañadas, también se 

dañ,1 a las industrias de los otros países miembros ya 
que pueden particifJar o participan en todo o parte del 
mercado interior de la Unión Europea.¡,r, 

Así como el Acuerdo antidumping de 1994 y las 
normas nacionales cuentan con una definición del 
término industria nacional, en el ordenamiento jurídi­

co de la Unión Europea era necesaria una definición 
de lo que se entiende por industria comunitaria. La 

definición ha estado siempre presente en los distintos 
Reglamentos comunitarios, como en el actual: 

"A efectos del presente Reglamento, se entenderá por 
industria de la Comunidad el conjunto de los produc­
tores comunitarios de los productos si mi lares, o aque­

llos de entre ellos cuya producción conjunta constitu­

ya una proporción importante de la producción co­
munitaria total de dichos productos, tal como se 
define en el apartado 4 del artículo S ... 'P. 

La industria comunitaria es el equivalente a la indus­
tria nacional, en un caso es para los procesos de 
integración y en el otro para cada país. En ambos casos 

la legitimidad activa está dada para un porcentaje 
representativo de la industria (nacional o comunita­

ria). 

Otra característica importante del procedimiento 
antidumpingeuropeo es el requisito del interés comu­
nitario o de la Comunidad (requisito que se suma a los 
de existencia de dumping y de daño a la industria 
comunitaria). Teniendo en cuenta éste interés, la 

imposición (o no) de derechos antidumping no sólo 
gira en función de los intereses de los productores 
comunitarios y los daños que ellos sufran como con­
secuencia del dumping, sino que también se toma en 

cuenta el interés de los consumidores. A pesar de la 
existencia de un margen de dumping se puede resol­
ver no imponer derechos en virtud de la d1usula de 
interés de la comunidad. 

El interés comunitario puede en algunos casos pro­
teger a los productores comunitarios, mientras que 
en otros casos puede significar una protección a los 
consumidores comunitarios (quienes serán protegi­
dos respecto de un productor comunitario con 

posición monopólica), a pesar de la existencia de 

un margen de dumping, daño y relación de 
causalidad. 

La cláusula de interés comunitario busca promover la 
competencia en el mercado ampliado. El Tribunal de 

justicia ha interpretado el interés comunitario como 
protección de los consumidores frente a productores 
de la Comunidad y también lo ha interpretado a favor 

"LLJL'go quL' los seis países miembros originales de la Comunidad Europea firmaron el Tratado de koma el 25 de m~rzo de 1957, fue 
r,ípidam<'r1t<' ci,Ho ytr<', a(rn entre los estados miembros, había diferentes aproximaciones respecto a la legislación antidumping. Los tres 
pc1íses clel lkrwlux por l'Jemplo, nunca habían introducido estipulaciones sobre antidumping en el sentido estricto del término, pero Sl' 

,m1p,1r.1h,m l'n l.1s cl{nrsulas de salvagu,lrcb general. Tal diversidad en las políticas antidumping en los estados miembros, hahrí;m 
diqorsionado incvitablernente, la unión aduanera y los principios del libre tránsito de mercancías que deberían establecerse al final del 
período el<' trc1miciúnel 31 de diciembre de 1969. El artículo 13 del Tratado de Roma establece que, a partir del final del período de transición 
el 31 ele di< icmbre de 1 'Jú9, debe establecerse una política comercial común.". 
Stanhrook, Cliw y Bcntley, Philip. Dumping and Subsidies. The law and procedures govcrning the imposition u( antidwnping and 
countervailing duties in t!Je Europcan Community. Editorial Kluwer Law lnternational. Tercera edición. London, 1997. pp. 14-15. 
Como consc< Ul'ncia de la existencia de un Mercado Común Europeo, las industrias de todos !os países miembros tienm Id libertad dl' 
circulac iún d<' bienes al intPrior del mercado; por lo que al presentarse un caso de exportal iones a pr<'l ius dumping en urr.1 parte de la Unr(m, 
no sc>lo l,1s industri,l'> n,JCionales de ese lugar se ven afectadas, también son afectadds las de otros paíst'S miembros. 
Artículo 4 dPI kcglarm:rHo CE No. 3il4/% del Consejo del 22.12.95. Publicado en el Di,nio üíicidl de las Comunidades Europeas con le< ha 
()(¡_()J-'1(, (versión er1 c-,p,,iíoiJ. p. L 5(,/8. 
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de estos últimos en sus relaciones con exportadores 
. • (,¡¡ 

no comun1tanos. 

El interés de la Comunidad es un supuesto establecido 

actualmente en el artículo 21 del Reglamento No. 
384/96 y permite proteger también a los consumido­
res comunitarios a fin de que se beneficien del dum­
pint; exterior v tengan una alternativa frente a una 
empresa (o e~presas) monopólica comunitaria.u

1 

La imposición de los derechos antidumping se da 
mediante reglamentos aprobados por el Consejo, lo 
cu¡¡J es sui géneris. Los reglamentos dictados permiten 
que los derechos sean aplicados en cualquiera de los 
p<~íses miembros de la Unión en que se importe el 

producto a precios dumping. 

La razón para haberse elegido los Reglamentos es un 
amplio control de los bienes importados, ya que el 
exportador podría optar por cambiar el lugar de 
importación a otro punto del territorio de la Unión. La 
libre circulación de bienes al interior del mercado 
común podría ser sólo respecto de los bienes de origen 
comunitario; aunque cuando se paga un arancel un 

bien ha sido nacional izado y podría circular 1 ibre­
mente en el mercado ampliado'

0
• 

Otra consideración importante en torno al procedí­
miento antidumpingcomunitario es la existencia de la 
etapa jurisdiccional, en virtud de la cual la imposición 

o no imposición de los derechos correctivos es objeto 
de revisión ante el fuero judicial comunitario. 

La revisión judicial representa un mecanismo de 
control, el cual tendría las siguientes causales de 
nulidad: 

l. Vicios de forma o de procedimiento (error 111 

procedendo). 
2. Errores sobre los hechos. 

3. Errores de interpretación o aplicación de la norma 
. . 71 

comun1tana. 

El c:mtrol jurisdiccional es ante dos instancias, ya que 
como hemos señalado, cabe un recurso de Casación. 

Además, un particular puede interponer un recurso de 
responsabilidad contra los organismos comunitarios 
(por ejemplo Comisión) por una decisión incorrecta 

(por ejemplo una imposición injustificada de dere­
chcs antidumping) o una falta de imposición de los 
mismos. 

Para terminar, debemos resaltar que la Unión Europea 
haya optado desde sus inicios (cuando era Comuni­

dad Europea) por la eliminación de la figura del 
dumping al interior del mercado ampliado. Se consi­

deró que ella entorpecía el proceso de integración y su 
mantenimiento era insostenible en vista de la ausen­

cia de importaciones entre los miembros, y teniendo 
en cuenta las políticas comunitarias comercial y de 
competencia. 

C. REGUlACIÓN ANT/TRUSTCOMUNITARIA 

En Europa existen dos tipos de regulaciones antitrust, 
las normas nacionales y las comunitarias. La regula­
ción antimonopolio comunitaria tiene su sustento en 

los artículos 85 a 91 del Tratado CEE de Roma y 65 y 
66 del Tratado CECA. Las normas comunitarias se 

clasifican en primarias o de origen y secundarias o 
derivadas, los Tratados son normas originarias. Corno 

normas de competencia derivadas tenemos a los 
Reglamentos referidos al control de acuerdos de ex­

clusividad, 1 icencia de patentes, franquicia, 1 icencias 
de know- how. 

La normativa antitrust comunitaria puede ser <~grupa­

da según los tipos de actos anticornpetitivos que 
controla o prohibe. El Tratado de Roma de la Comu­
nidad Económica condena las siguientes pr;kticas: 

a. Acuerdos o concertaciones que restrinjan la com­

petencia. 
b. Prácticas restrictivas que constituyan abusos de 

posiciones de dominio comunitarias. 

'·" "El c,Nl m.í> significativo de la tensión que puede producirse entre ambas políticas fue el caso de la glicina procedente de Japón. Este caso 
aíe( taha a dos exportadores japoneses y a un productor con posición monopolística. Los demandantes alegaron que no er,1 posible establecer 
un derecho dtltidumping porque ello permitiría al demandante comunitario elevar sus precios en un mercado en el que sólo competían esas 
tres cmpresas ... l'or lo tanto, la política de la competencia puede tener un efecto en materia antidumping al limitar la cuantía del derecho 
antidumping o incluo,o no imponiendo las medidas de defensa." . 
L(Jpcz- jurado Romero de la Cruz, Carmen. !bid., p. 213-215. 

'•'' El inter<"s comunitario no ha sido considerado en la Decisión 285 (ni por las 283 ni 456) de la CAN ni por l<1s legisldciones nacionales 
latinoamericanas ni de los Estados Unidos; paradójicamente, sí ha sido dispuesta por la legislación antidumping canadiense (vía PI interés 
del l oJNJmidor) la cual fue la base de la legislación norteamericana. 

-.. Si origin,1lmente el bien era importado por una empresa ubicada en España, las futuras exportaciones podrían ingresar vía Ita 1 ia o Reino Unido 
a fin dl' tratar de eludir la aplicación de los derechos antidumping, si es que no se hubiese optado por su imposici(Jn mediante Reglamento. 
En vista de que la Unión Europea significa la existencia de un mercado mmún, el mismo debe ser protegido en su integridad; y¿¡ que por 
la libertad de circulación de los bienes, una vez que se importa un bien E'll cualquier parte del territorio de la Unión, dicho bien puedt• circul.1r 
l1brenwntt> por el resto del territorio e ingresar a otros países miembros. 

1 
Al respecto puede consultarse el capítulo tercero de la quinta parte del libro de la doctora Carmen López- Jurado Romero de la Cruz. p.íginas 
4f>7 a Sl2. 
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c. Fusiones o concentraciones que restrinjan la com­

petencia. 
-rl 

d. Ayudas estatales 

El procedimiento antitrust comunitario tiene como 
ámbito de aplicación el comercio entre miembros de 
la Unión (de bienes y/o de servicios), y busca asegurar 
que no se realicen prácticas restrictivas. Cuenta con 
una etapa administrativa y otra jurisdiccional de con­
trol o revisión, a cargo de la Comisión y el Tribunal de 
justicia. A diferencia del procedimiento comunitario 
antidumping, este procedimiento culmina con una 
Decisión de la Comisión y no con un Reglamento; por 

lo que ella es individualizada para cada caso en 
particular. 

Durante el desarrollo de las investigaciones, se le 
garantizan a las empresas ciertos derechos (garantías 

del debido proceso) (por ejemplo, lo dispuesto por los 
Reglamentos 17/62, 27/62 y 99/63). El personal de la 
Comisión puede infringir las normas procedimentales, 
incurriendo en vicios que acarrean la nulidad del 

proceso. 

D. SUPRANACIONALIDAD y COEXISTENCIA DE 
NORMAS 

La norm,ltiva comunitaria europea forma parte de la 
legislación nacional de cada de los países miembro de 
la Unión (es parte del Derecho Interno de cada uno de 
ellos), sin necesidad de una ratificación interna. Ella 

tiene l,~s siguientes características: 

l. Efecto directo, 

2. Aplicación inmedi<lta y 
3. Primacíd sobre las normas nacionales. 

Las normas comunitarias son una fuente de Derecho 
en el sentido amplio. Ellas deben ser respetadas y 

cumplidas por todos los países miembros, los organis­

mos comunitarios, los organismos nacionales admi­

nistrativos o jurisdiccionales y los particulares en 

general. 

Las normas comunitarias, sean originarias o deriva­
das, son interpretadas por el Tribunal de Justicia de la 
Unión Europea o Tribunal de justicia de las Comuni­
dades Europeas. Las resoluciones jurisdiccionales 
constituyen una fuente importante de Derecho, 
oponible no sólo a los particulares sino también a los 

Estados y entes comunitarios. 

La importancia del órgano jurisdiccional se ha puesto 

en evidencia cuando sus integrantes han a na 1 izado las 
legislaciones o reglamentaciones nacionales que en­

torpecen los fines de la integración (por ejemplo, h,1 
dispuesto la prohibición de las medidas de efecto 
equivalente o para arancelarios que algunos miem­
bros mantenían, como el ya mencionado caso de 

Cassis de Dijon). 

Si como hemos afirmado, las normas comunitari,ls 

son parte integrante del Derecho interno de cada país 
miembro, cabe preguntarse cómo se puede explicar la 
existencia y necesidad de las normas nacionales, y por 

qué las autoridades nacionales de cada miembro no 
aplican la norma comunitaria al resolver los casos de 
comercio al interior de un país o de efecto nacional. Las 
respuestas son complicadas, mas aún si se tiene en 
cuenta que las legislaciones nacionales están relacio­

nadas o toman como base la norma comunitaria. 

La existencia de normas nacionales puede tener distin­

tas razones, entre ellas podemos señalar las siguientes: 

1. Cada Estado miembro busca normar de manera 

desarrollada los supuestos de prácticas anticom­
petitivas dispuestos por el Tratado de Roma. 

hte ¡'Ji timo ttpo no sería propiamente un caso de regulación antitrust, pero en Europa se ha eliminado la regulación CATT sobre los derechos 
cotnpcnsatorios por subsidios y se ha dispuesto el control comunitario de las llamadas ayud.Js estatales. 
"El artículo l CE deline las actividades princip.1lcs que la Comunidad emprender[¡ para el logro de los ohjetivos establecidos en el artículo 
2 CE, el p.írr,1ío f) del artículo 3 ddine como una de estas actividc~des esenciales "el establecimiento de un r{:gimen que garantice que la 
con1petc•ncta no ser,í í,1lseada c'n el Mercado ComCm". 
Los artículos ilS al 94 (1) desarrollando el artículo 31) CE, establecen las reglas que rigen la competencia dentro de la Comunidad. Talc's reglas 
comprl'ndcn no sólo las tradicionales reglas" cJntitrusr' que seríc1n las denominadas en el Tratado como las "reglas apl icc~bles a lc1s empresds" 
(artículos ll'> di 'JOJ sino que tamhién comprenden un segundo grupo denominado "ayudas concedidas por los Estados" (artículos '!2 di '!4). 
lk esta forma el Tratado prewnde eliminar todas las distorsiones de la competencia, sean ocasionadas por el comportamiento de lds 
empresas, o sean ocasionadas por el comportamiento de los Estc~dos miembros. Las tres disposiciones principales son: 
El ,Htículo HS.1, que prohibe, sujeto a la posibilidad de und exención según el artículo 8S.3, todos los acuerdos entre empresas, decisiones 
de asociaciones de etnpresds o prácticas concertadas que pueden afectar el comercio entre Estados miembros y que tienen como objeto o 
cíccto l,1 prewnción, restricción o distorsión de la competencia dentro del Mercado Com(tn. 
El drtículo 8(,, que prohibe cualquier abuso por una o más empresas de una posición dominante dentro del Mercado Com(tn o una parte 
sustancial del mismo en la medida en que tal abuso pueda afectar el comercio entre Estados miembros. 
El artículo '!2.1, que prohibe, sujeto a los artículos 92.2 al 94, la concesión a empresas de cualesquiera ayudas pttblicas que distorsionen 
o amenacc'n distorsionar la competencia, en la medida en que la concesión de tal ayuda pueda afectar el comercio entre Estddos miembros.". 
C;m ia 1\llcncia, Rafael. Reglas de competencia en la practica: La Comunidad Europea y el Espacio Económico Europeo. - lhttp: // 
www.cdir.org.uywww.ceíir.uy.org] (20 de enero de 1999J.www.cefir.uy.org 
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2. Los intereses y fines de la Unión Europea (antes 
Comunidad Europea) y los de cada miembro no 
deben ser contradictorios, pero ello no implica 

que sean iguales. Cada miembro, siempre y cuan­
do no vaya contra la normativa comunitaria, 

puede regular los actos (entre ellos las prácticas 
empresariales) que se den al interior de su país y 
que no impliquen un comercio entre dos o más 
miembros. 

Las razones antes señaladas explican cómo las legis­
laciones nacionales antitrust, si bien toman como 
b,1se el Tratado de Roma, desarrollan sus propios 
supuestos y permiten que las autoridades nacionales, 
por ejemplo impongan sanciones distintas a las que 
impone la Comisión. 

Ld coexistencia de sanciones y de ordenamientos 
jurídicos pone en evidencia al menos tres cosas: 

1. Los miembros de la Unión han considerado que 

no todo se puede dejar en manos de la normativa 
comunitaria. 

2. Las legislaciones nacionales (por ejemplo antitrust) 
tienen como límite no ir en contra de lo dispuesto 
por la norma comunitaria (el Tratado de Roma). 

3. El Tribunal de Justicia Comunitario en cualquier 
momento puede intervenir e interpretar que la 
normdtiva nacional va contra la norma comunita­

ria, lo que motivaría la inaplicación de la norma 
nacional y la obligación de que el Estado la 
adecúe o armonice en función de la norma supra­
nacional. 

La existencia de normas antimonopolio nacionales 
puede tdmbién servir de inspiración a la norma comu­
nitaria a fin de que haga suyas las reformas nacionales, 
y ello de hecho ha ocurrido con el control de fusiones 
que origin<~lmente no había sido previsto por el Trata­
do de Roma. 

Las normas nacionales sobre restricciones a la libre 
competencia del Reino Unido (de 1965) y Alemania 

(de 1973) fueron en su momento una prueba de cómo 
las normas nacionales de los Miembros pueden ser 
distintas de las comunitarias. Nada impediría que 

nuevas normas nacionales antitrust puedan ser adop­
tadas y de ser el caso tomadas en cuenta en futuras 
modificaciones al Tratado de Roma, siempre que no 
vayan contra la norma originaria.

74 

La soberanía de cada Estado parte de un proceso de 
integración se mantiene (en ciertos aspectos) y en 
virtud de ella se pueden legislar ciertos temas en el 
ordenamiento nacional. La normativa comunitaria no 
puede contemplar todos los supuestos que sean de 
interés de cada miembro, el caso de la legislación 
nacional de control de fusiones es un ejemplo. Si no 

se hubiesen aprobado legislaciones nacionales para 
controlar las fusiones quizás la adopción de una 
norma comunitaria similar hubiese demorado en 
aprobarse. 

La supremacía de la norma comunitarid no significa 

que la norma nacional esté impedida de regular ternas 
no desarrollados por la primera; la única condición es 
que la segunda no contradiga, directa o indirectamen­
te, a la norma comunitaria, sea esta última originaria 
o derivada. 

La realidad normativa de Europa, tanto en el plano 
comunitario como en el nacional, es muy particular, 
ya que no se ha optado por una sustitución de las 
normas nacionales por las comunitarias ni se ha 
implementado un modelo similar al del Acuerdo 

Trans Tasrnan, modelo en el cual los ámbitos de 
a pi icación de las legislaciones nacionales antitrust se 

extienden al mercado ampliado. En el modelo euro­
peo coexisten ambos tipos de normas, lo cual, como 
hemos indicado, es una opción perfectamente acep­
table y que incluso ha sido seguida en parte y con sus 
diferencias por los socios de la CAN. 

A MANERA DE CONCLUSIÓN 

Así como en la Unión Europea se ha planteado la 

eliminación de la figura del dumping intracomunita­
rio, en el ordenamiento jurídico de la Comunidad 

;'.j "El kcino Unido introdujo una legislación contraria alas fusiones en 196S y a continuación la RepCJblicJ Federal de Alcmani(1 hizo lo propio 
en 1973. Este fue el mismo año en que la Comisión también decidió plantear propuestas con el objeto de cont.Jr con una legislación sirnii.Jr 
en el jmbito comunitario. Tuvo que espcr Jrse 16 años antes que el Consejo de Ministros decidiera avanzar en esa dirección. Los gobiernos 
n,H ionalcs, por lo menos los que poseían farultadcs legales en esta área, no estaban nada entusiasmados con la idea de transferirlas a Id 
CE. En electo, vale la pena observar que, en 1989, cuando la legislación comunitaria íue aprobada en esta materia, sólo tres países (Aiern¿¡nia. 
Fr,mcia y Reino Unido) contaban con instrumentos efectivos para el control de las fusiones; mientras que lrland.J y los Países BJjos también 
tr'n í.tn c1 lguna disposición al respecto. Si se pudiera considerar que la dirnensión y el alto grado de dependencia del comercio internacional 
fueran sustitutos dectivos de lds normas internas en materia de concentración del mercado para las economías pequeiias y abiertas, este 
.1rgunwnto tendría menor validez en los casos de Espdña e Italia. De hecho, la ¿¡probación de la legislación comunitaria descnc1denó, 
entret.mto, reo,pucstas similares en el .Jmbito nacional.". 
Tsouk.Jiis, Loukas. Compcter1Cid e Integración Europed.- [http: // www.cefir.org.uywww.cefir.uy.org] (20 de enero de 1999). 
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Andina deben adoptarse diversos cambios normati­

vos. En primer lugar, para no incumplir el principio de 
trato nacional al interior del proceso de integración al 
tener dos tipos de normativas aplicables al comercio 

entre los países miembros. En segundo lugar, debe 
avanzarse en pos de una regulación antitrust para el 

comercio de bienes y servicios entre los países andinos 
así como ocurre en la Unión Europea (proceso más 

des,mollado y en el cual se inspiró el modelo andino). 

El cambio propuesto, si bien tiene razones jurídicas y 
experiencias prácticas que lo sustentan, no es fácil ya 
que dependerá de la voluntad política de los Estados 

parte del proceso de integración andino y de la propia 
CAN; se deberá acordar una modificación, la cual 
tendrá su correlato en nuevas Decisiones en materia 
de dumping y restricciones a la libre competencia. 

Debo finalizar señalando que todo cambio no es 

rápido ni simple, pero el mundo jurídico siempre ha 
girado en torno a los cambios a fin de adecuarse a las 

nuevas circunstancias de la realidad; es por ello que 
soy de la opinión de retomar el modelo de la Unión 
Europea, mejorarlo y sobre la base de este modelo 
adoptar los cambios normativos en la Comunidad 
Andina y sus Estados miembros. 
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